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CAPITULO PRIMERO 

GENERALIDADES SOBRE EL CONTROL FISCAL 

El control del Patrimonio Pdblico presenta serios pr~ 

blemas en relaci6n con los términos que se usan para designar 

tal control, más se agudizan esos pro b lemas si nos salimos de l 

ámbito nacional y 10 enfocamos des d e el punto de vista compar~ 

d o con otras legislac i ones y doctrinas.-

Algunos autores emplean el térDino "Contralor" para -

nominar esta funci6n, . pero nuestro legislador constituyente -

usó el término "Fiscalización" en el Art. 128 C.P.; Y el se--

cundario, en la Ley Or gánica de la Corte de Cuentas de la Re-

pública lo cambió por "Fiscalizar". Otros paises usan los tér-

minos "Control", "Contaduría", "Intervenci6n", "Examen Adminis 

trativo", "Fiscalizac i 6n yVigilancia", "Verific::'.éi6n", et<;: ' .. ' -

pero la verdad es que aun en los Co n sresos Latinoamericanos de 

"Entidades Fiscalizadoras", al recol'.lendar la terminología al -

respecto no se ha. logrado la uniformidad de términos (1) ~ La -

variedad permite el uso indistinto de "Control", "Fiscaliza--

c 16n ll
, "Entidades Fiscalizadoras", "Instituciones de Control -

de las Finanzas Públ i cas", "Fiscal i zaci6n de las Operaciones -

de Crédito Público q u e corresponda a Tribunales de Cuentas y -

Contralorías", "Organ os de Control Ex te:t'llOIt, "Organos de Fisca 

lizaci6n Externa", "Organis mos de Co n tr o l", etc., sin emb argo, 

(1) Memoria del ler. Congreso Latinoamericano de Entidades F i e 
ca~izadoras, Pág. 331 y sig~ 
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el Instituto Latinoamericano de Control Fiscal, busca ponerle 

fin a toda esta proliferaci6n de t~rminos, pues uno de los a­

cuerdos tomados en el Primer Congreso . Latino~mericano de Enti 

dades Fiscalizadoras recomienda la adopci6n de un léxico coman 

para referirse a las materias de su competencia, o en subsidio, 

la elaboraci6n de un manual que contenga las definiciones, a­

cepciones y explicaciones de la terminología usada en cada -

país.-

LA TERMINOLr.G~ EN EL SALVADOR 

En nuestro país, la Constituci6n Política en su Art. 

128 dice: "La fiscalizaci6n de la Hacienda Pública en general 

y de la ejecuci6n del Presupuesto en particular, estará a car 

go de un organismo independiente del Poder Ejecutivo, que se 

denominará Corte de Cuentas de la República,y que tendrá las -

siguientes atribuciones: 

la.- Vigilar la r e caudaci6n, la custodia, el compro­

miso y la erogaci6n de l~s fondos públicos; asi 

como la liquidaci6n de impuestos y demás contri 

buciones cuando la ley lo determina.-

2a.- Autorizar toda salida de fondos del Tesoro Públi 

ca, de acuerdo con el Presupuesto; intervenir -

preventivamente en todo acto que de manera dir~c 

ta o indirecta afecte al Tesoro Público o al pa­

trimoni o del Estado, y refrendar los actos y con 

tratos relativos a la deuda pública.-

3a.- Vigilar,inspeccionar y glosar las cuentas de l o n 
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funcionarios que manejan fondos o bienes pGbli-­

cos, y conocer de los juicios a que den lugar di ­

chas c uentas. 

4a.- Fiscalizar la gesti6n económica de las institu­

ciones y empresas estatales de carácter aut6no­

mo y de las entidadec que se costeen con fondos 

del Erario o que reciban subvenci6ndel mismo.Es­

ta fisca1izaci6n se hará de manera adecuada a la 

naturaleza y fines del organism( de que se tra-

ta, de acuerdo con lo que al respecto determine 

la ley. 

5a.- Examinar la cuenta que sobre la gesti6n de la Ha 

cienda PGblica rinda el Poder Ejecutivo a la A­

samblea, e informar a ésta del resultado de s u -

examen. 

6aJ- ~ictar los reglamentos necesarios para el cumpli 

miento de sus atribuciones.-

7a.- Ejercer las demás funciones que las leyes seña­

len".-

Como vemos, el legislador constituyente al fijarlas 

atribuciones de la Corte de Cuentas de la RepGblica como "orgn 

nismo" encargado de "fiscalizar" la Hacienda Pública en gene­

ral y de la ejecuci6n del Presupuesto en particular usa indis­

tintamente los términos "Vigilar*, -"Autorizar*, "Fiscalizar", 

"Examirnr", "Dictar", "Intervenir", "Ejercer", . "Inspeccionar ll
; 

( 
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nunca co~o sin6nimos, pero sí como concurrentes a integrar el 

léxico utilizado para definir, determinar o fijar las atribu-

ciones del "Organismo li que en nuestro medio tiene a su cargo 

la "Fiscalizaci6n Superior", tanto ele la Hacienda Pública en 

general como de la ejecuci6n del Presup~ sto en particular.-

Nuestro legislador secundario en nada se apart6 del 

precepto constitucional y usa los mismos términos adecuadamen 

te al referirse en el Art. 50. de la Ley Orgánica de la Corte 

de Cuentas de la República, a las atribuciones y facultades -

de la Corte.- · 

Expuesto lo anterior y para guardar la armonía necesa 

ria con el acápite agregado al Capítulo: "Generalidades sobre 

el Control Fiscal", he de manifestar que no solo los autores · · 

y tratadistas sobre Derecho Administrativo y Finanzas Púb1i-

cas están llegando a la conclusi6n de que el término más ade-

cuado es el de "ContJ!iol 

lizar", no obstante que 

Fiscal" y no simplemente el de !'Fisca-r' 

la palabra "Control" no es propia de -

nuestro idioma, sino que un galicismo, y que fue incorporada -

oficialmente a nuestro idioma por la Real Academia de la Len-

gua Espaffola, hasta el lo. de enero de 1959, dándole la siguie~ 

te significaci6n: "C umprobaci6n, inspecci6n, intervención, re-

gistro; preponderancia, supremacía". (2) Con relación a la p!: 

(2) Diccionariode la Real Academia Española de la Lengua. 
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labra "Fisca1"diremos que se deriva del sustantivo "Fisco", ~ 

cuya raíz latina es "Fiscus", y su significado "Cesto", aun -

cuando en la antiguedad servía parú designar el patrimonio --

personal de los emperadores (3).-

La Real Academia Española de la lengua, al incorpora~ 

la definitivamente a nuestro idioma le di6 el siguiente signi 

ficado: "perteneciente al Fisco". "Fisco": "Tesoro Público". y 

posteriormente, en forma universal, ~~ le ha dado el nombre -

de "Fisco" a la representaci6n jurídica del patrimonio del ES-~ 
tado, con la intención de diferenciarla de las actividades de I 

contenido económico-financiero. Esta idea ha sido duramente 

criticada por la doctrina pero continúa siendo aceptada por la 

legislaci6n vigente en la mayoría de los países latinoamerica-

nos. Con el se delimita la acci6n del Estado en lo relativo al 

patrimonio público, no obstante las reservas razonadas que pa-

ra la indiscutible te o ría de la unidad del Estado, suscita es-

ta arbitraria segmentaci6n, y de las críticas que tan acerta--

damente se han formulado, principalmente la que considera al -

Fiscocomo una creaci6n artificiosa del Estado Policía, como sos 

tiene Otto Mayer, quien dice que la concepci6n del Fisco sur-

gi6 de la necesidad que tenían los particulares de defenderse 

de los actos del príncipe contra sus bienes (4).-

(3) Beatríz, Alfonso Moisés. "Notas acerca del Impuesto Sobre 
la Renta" ,conferencias mimeografiadas por "A.E.D .-" , -.páL.5. 

(4) Mayer, Otto: "Derecho Administrativo Aleinán".Editorial Ara 
yú.B.Aires, 1954. 
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Entre los aut o res que critican esta aparente segmen-

tación podemos citar también a Kelsen , quien sostiene en su -

"Teoría General del Estado" que:'~Esta teoría es puro Derecho 

Natural y surgió en l o s tiempos de la Monarquía absoluta con 

el fin de asegurar a los sdbditos, frente a las autoridades, 

ciertos derechos patrimoniales, en el sentido del Derecho Pri 

vado, que carecían de toda base en la legislaci6n positiva.Y 

puro jusnaturalismo es también la co n clusión favorita : puesto 

que el Estado es sujet o de Derecho Privado, es responsable se 

gún algunas prescripciones del Derecho Civil" (5).-

Pero considero que la expresión "Fisco" para diatin-

g u ir e 1 p a tri m o n i o p ú b 1 i ca J sin id e Il t i f i c a c i 6 n ca n la t e o ría 

de la Doble Personalidad del Estado, es muy útil a los fines 

termin,o lóg ico s .-

Nuestro legislador constituyente al designar al con- L 
junto de los bienes, rentas y úbligaciones, que forman el actí \ 

va y el pasivo del Estad o en su administración econ6mica, y - , 

que han de servirle para realizar su actividad financiera, ha 

utilizado la expresión : "Hacienda Púb lica" (Art .118 C.P.) .En 

esta f o rma se guarda armonía con el concepto evolucionado de 

"Control" ya que incl u ye el' pasivo d el Estado, superando as! 

al concep to trad ic i onal de "Hac ienda Púb 1 ica", el cua 1 venía 

usándose para designar en forma impro pia la Ciencia Financiera 

comddisciplina juríilico-económica, que abarca una serie de as-

(5) Kelsen, Hans: "Teoría General de l Estado". Editora Nacio­
nal, MéXiCO, 195 9 . 
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pectos de carácter estad í stico, político y econ6nico que escapan 

a la específica actividad de "control", y en segundo término que 

la palabra "Hacienda" d a una idea eminentemente patrimonial, y -

el "control" abarca actividades y aspectos no puramente materia-

les, c o mo son la probidad de los actos y su armonía con el orde-

namient o jurídico.-

NATURALEZA DEL CONTROL FISCAL 

Es innegable que todo "Contr o l Fiscal" tiene un fun- ' ., 

damento eminentemente jurídico-administrativo, ya que toda su -

actividad debe estar enmarcada dentr o del ordenamiento legal y 

de la organizaci6n bur o crática que cumple con la funci6n. Tute-

la intereses p6blicos y su objeto fundamental es alcanzar el c6 

rrecto empleo de la IIHacienda P6blicn", dicho de otro modo, IIEl 

Fisco'!, denominaciones aceptadas, constitucionalmente, para de-

signar el patrimonio del Estado. Su ejercicio está encomendado 

a 6rganos del Estado y nunca él particulares, quienes si act6an, 

lo hacen como asesores sin facultades para decidir fuera de los 

térm i nos establecidos por la ley, reglamentos y ordenanzas.-

Controlar la gestión de órganos y autoridades de la . 

Administración patrimonial es una funci6n p6blica. Declarar la 

conformidad con una decisión de un órgan o del Estado es una fun 

J 
I 

ci6n jurídica y además pública. Juzgar la legalidad y correcciu n 

de las decisiones de los encargados de efectuar la Administra--

ci6n Fiscal y pronunciar fallos sobre ella es función pública y 

Como tal, también jurídica.-
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El interés tutelado es un interés pdblico porque com­

pete a toda la colectividad que forma el e 1emento humano del -

Estado mismo, y a favor de quien se han de crear los bienes y 

servicios empleando el patrimonio público, El "Control Fiscal" 

como actividad estatal, es Derech0 especializado, que en la -

convencional subclivis:i.6n del "Derecho" en ramas, pertenece al 

Derecho Pdblico. Participo de la idea de que el "Derecho" es 

uno solo como product o de la activi d ad estatal y adn más, iden 

tificado íntimamente c on el Estado, per o considero dtil a 10D 

fines de este trabaj o , calificar como "Derecho Pdblico", aqu=.. 

lla rama 'que regula en forma particular c o n características -

de fácil delimitaci6n la actuaci6n de los entes estatales, e~ 

ta división, será siempr e parte del nDerecho Unitario", pues 

en nada afecta la "Unidad del Derecho" admitir otras subclas:i. 

ficaciones, tales c omo Derecho Constitucional, Derecho Adminis 

trativo, etc ,-

Como parte del "Derecho Público", al "Control Fiscal" 

le corresponde ser estudiado por la ciencia jur1dica, y aun 

cuando en su ejerc icio se vincula muy de cerca con la Economia, 

la Contabilidad, la Estadística, etc., éstas son sólo ciencias 

auxiliares com o pueden serlo otras disciplinas jurídicas. El 

autor griego Sarant opoulo s en un trab ajo que presentó al : 

" Quinto Congreso Internacio nal de Entidades Fiscalizadoras li
, 

y el cual tituló: "Principios Generales de Control de las Fi-
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nanzas Públicas" habla de "Derecho Público de Control" revelan 

do así, claramente la idea general sobre la naturaleza del 

"Control" anteriormente analizada, que pertenece al Derecho,y 

dentro de éste, a lararaa convencionalmente denominada "DERE-

CHO PUBLICO".-

CON~EPTO DEL CONTROL FISCAL 

El "Control Fiscal" es el conjunto de actividades reo 1 

lizadas por Personas, Organismos o por Instituciones competea- \ 

tes que buscan lograr, mediante sistemas y procedimientos lega 

les diversos, la regularidad y correcci6n de la administraci6n 

del Patrimonio Público, cuando este se emplea en la satisfac- .¡ 
I 

ción de necesidades colectivas.-

El "Control Fiscal", como funci6n del Estado, está diE. 

tribuido entre diversas Entidades de Derecho Público, que rea-

lizan actividades de la más variada índole, de acuerdo con la 

estructur~y naturaleza que les es propia. ~o puede pensarse -

que s6lo las llamadas IlInstituciones de Control ll o ""Entidades 

Fiscalizadoras", realizan actos de Cont!'ol Fiscal. El Control 

Fiscal deriva del "poder de Control" circunscrito al aspecto " 

fiscal, que como 10 he manifestado anteriormente, es la dénomi 

nación convencionalmente aceptada para designar la actividad 

del Estado, en cuanto se relaciona con el Patrimonio de la Co-

lectividad, o Hacienda Pública. De este modo puede entenderse 

c o mo es que existe ' un Control Fiscal Legislativo, y que u~ 

conjunto de actividades de la Asamblea Legislativa van encami 



-- 10 

nadas al control de la administraci6n del Patrimonio de la Co-

lectividad o Hacienda Pública; y un Control Fiscal Interno, de 

mnrcado car~c~0r administrativu que busca cumplir, además de -

la "funciÓn de control" propiamente dicha, la de colaborar en 
! 

el desenvolvimiento de la Administraci6n como funci6n Ejecuti 

va, tales como la Dirección General del Presupuesto, el Cons~ 

\{ 

jo Nacional de Planificación y Coordinaci6n Económica, etc.-

Así mismo, dentro del Control Externo del Patrimonio de la Ca 

lectividad o Hacienda Pública, puede observarse también, la 

existencia de Instituciones Superiores liad-hoc" creadas espe-

cialmente para absorver un amplio sector del "Control" del Pa 

trimonio Público, como sucede con la Corte de Cuentas de la - ( 

República.-

La actuaci6n de estas Entidades debe estar enmarcada ' 

dentro de la s~per-legalidad (Normas Constitucionales) y den-! 

tro de la legalidad (Leyes, Reglamentos, Decretos, Instructi- '~ 

vos, Circulares, etc.) que domina en nuestro sistema de gobier 

no la actuaci6n de los órganos del Poder Público, aplicándoles 

así, el principio universal de legalidad, ya que para el ejer-

cicio del Control Fiscal deben tener "Competencia Legal", ya -

sea esta Constitucional o Legal propiamente dicha, para efec--

tuar esas actividades, enmarcadas estrictamente dentro de las 

facultades que la norma les otorgue. Como se sabe, las . institu 

clones de Derecho Público s6lo pueden hacer aquello que les -

permite la ley, mientras que las personas privadas pueden hacer 

\ 
I 
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todo lo que la ley no prohibe.-

Para el caso nuas-tro, el principio de legalidad está 

contemplado en el Art. S de nuestra Carta Magna; la superlega­

lldad de la Corte de Cuentas de la Rep6blica como organismo -

"Fiscalizador" está desarrollada en los Arts. 128 al 134., in·~ 

clusive de laConstituci6n Política; y la Legalidad de nuestro \ 

máximo organismo de "C ontrol Externo!; está desarrollada en su 

"Ley Orgánica de la Corte de Cuentas de la Rep6blic'a ll y en 

sus Reglamentos, Instructivos, Circulares~ etc;, y demás fun­

ciones que las leyes le señalen.-
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CAPITULO SEGUNDO 

ANTECEDENTES HISTORICOS DEL CONTROL FISCAL EN EL 
SALVADOR 

El Control Fiscal Durante la Colonia : 

Durante la Colonia, el control fiscal en las Provin-

c í as de Centro América era ejercid o por la Contadur1a Mayor -

del Reino Español, habiendo sido el objeto principal de tal -

control, el de fiscalizar la percepci6n de los tributos e im-

puestos.-

Para fines de orden fiscal y de control~ existía en -

las Provincias citadas los llamados Encomendadores o recaudado 
~ . ... .. 

res de impuestos, quienes rend1an cuenta de sus actividades a 

Superintendentes Generales, los que a su vez, informaban al In 

tendente General. De su parte, el Intendente General rendía in 

formes al Capitán General, quien l o s hacia llegar al conocimien 

to del Tribunal de Cuentas, organismo que fungía adscrito al -

Ministerio de Haeienda del Reino Espahol.-

El Control Fiscal durante la República Federal: 

~ independizarse de España en el año de 1821, las Pro 

vincias de Centro América se organizaron convirtiéndose . en la 

República Federal de Centro América. En la primera Constituci6n 

Politica que se di6 al nuevo Estado y en lo que se refiere a -

la gesti6n hacendaria, se precisan ya los principios en que 

tal gesti6n había de informarse, especialmente en cuanto se -

refiere a la intervenci6n del pueblo, a través del Poder Legi~ 
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lntivo, en In autorizaci6n de los gastos prtblicos y en la 

creaci6n d~los impuest o s~ 10 mismo que en 10 referente a In -

regulación de la administración de las rentas, la vigilancia 

sobre su inversi6n, y la rendici6n de cuentas de esa inver-­

ai6n por los administradores respectivos. Sin embargo, nada -

ne dispone expresamente en las primeras "Constituciones Polí­

ticas" sobre el control de la administraci6n de la Hacienda -

Pública, por 10 que es de suponer que tal control sigui6 eje~ 

ci~ndose en términos semejantes a l o s que prevalecieron duraE. 

te la Colonia., ~in una ley secundaria que lo regulara espe­

cialmente.-

El Control Fiscal en El Salvador a partir de la Pri- ) 

mera Constituci6n Polit i ca: 

El Estado de El Salvador, c omo parte integrante de la 

República Federal de centro América, se di6 su primera Const i ­

tución Política el 12 de junío del año de 1824, en la que se -

mantuvieron y desarrollaron los principios consagrados en la -

Constituci6n Federal, relativos a la gesti6n hacendaría.-

El 31 de agost o de 1832, se decret6 el Reglamento del 

Poder Ejecutivo del Estad o de El Salvador, en el cual fué cre~ 

d o , entre otros Ramos, el de Hacienda, atribuyéndole la super­

intendencia sobre la Hacienda Pública, y señalándole como unn 

de sus atribuciones, la de "remover los fraudes que advirtie­

se en la renta, e informar de ello al Poder Legislativo, pro­

poniendo, al mismo tiempo, las medidas que al efecto deber1an 
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dictarse en lo sucesivo ". Para la de b ida eficacia de tal atri 

bución, que concernía al c ontrol de las rentas, fue creada la 

Contaduría ~ayor de Cuentas, como organismo adscrito al Minis-

terio de Hacienda.-

Más tarde, El Salvador, ya como Estado Unitario, ab-

solutamente independiente, se u i6 varias Constituciones, entre 

ellas las de 1841, 1864, 1871 y 1872~ en las cuales siguieren 

nanteniéndose los principios reguladores de la gestión hacen t 

daria que informaron tanto la Constliución Federal, como la - ! 
que el mismo Estad o de El Salvador se dió cuando formaba par-

te de la Federación. y es en la Cons t itución últimamente men-

ci una¿a, o sea la de l ~fio de 1872, que aparece creado un orga -

nismo llamado Tribunal Superior o Contauuría Mayor de Cuentas, 

con el cometido de It g1 0 sar t odas las de los que administren -

intereses del Erari o Público". Es d e esta manera, que el orga-

nismo creado p o r med io del Reglamen to del Poder Ejecutivo de l 

31 de agosto de 18 32, y a mencionad o antes, y que se den o minara 

Contaduría Mayor de Cuentas, adquir i ó categoría constitucional. 

En los afio s que siguieron al de 1872, se produjeron -

varias organizaci ones y reorganizac i ones, sin embargo, subsis-

tió el Tribunal Superior d e Cuentas o Contaduría Mayor, como -

organismo dependiente del Ministerio de Hacien da, con el come-

t i do de ejercer elcontro l fiscal; y no fue sino a p i incipio s 

de este siglo, en 1901, que el expresado organ i smo adquirió -

categoría más definida de instituci 6n independiente del Poder 
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al emitin:.e el Decreto Legislativo de fecha 27 de ma-:t~O del afio citzb. 

Ejecutivo/ En los Considerandos de c': ~ Decreto se expresa que 

al Tribunal de Cuentns se le ha tenido como dependencia del ~ 

Poder Ejecutivo, no obstante 
y 

ser electos sus miembros por la \ 

Representaci6n Naci0 nal~ y que de c ontinuar así~ no podría a-

quel organismo ejercer c o n absoluta i ndependencia las import~ 

tes funciones que le estaban encomendadas. En consideraci6n a 

tales razones, por medio del Decreto de referencia se institu 

y6 al Tribunal Superior de Cuentas c o mo el organismo que, con 

independencia del Poder Ejer.utivo, q uedaba encnrgada de vigi-

lar el escrupuloso manejo de los caudales públicos y ~l cumpli 

miento de las leyes fiscales.-

Con todo y q ue el Decreto Legislativo del 27 de marzo 

de 1901 reconoci6 al Tribunal Superior de Cuentas su calidad 

de organismo independ i ente del Poder Ejecutivo, con el tiemp o 

lleg6 a estimarse que era indispensnble precisar los alcances 

de tal Decreto, darles mayor extensión, reafirmando la inde-

pendencia del expresado organismo y señalando y concretando -

sus atribuciones~ l o que se hizo p 8 r Decreto Legislativo del 

15 de julio de 1919, contentivo de la Ley Orgánica del ~ribu-

nal Superior de Cuentas.-

En esa ley se señala al Tribunal Superior de Cuentas 

la función de glosar las cuentas de todas las personas o corp~ 

raciones, sin excepci6n alguna, que por cualquier motivo tu-

vieren a su cargo la recaudación, administración o distribu- / 

ci6n de intereses del Erario Públic o , a cuyo efecto el Tribu-
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nal debía calificar la le-galidad o ilegalidad de las 6rdenes - \' .. 

de pago que en efectivo, especies fiscales o en bonos expidie-

ra el Poder Ejecutivo.-

Primera Epo~a de la Intervenci6n Preventiva : 

Para el mismo efecto de ampliar el ámbito de la fis-

calizaci6n del Tribunal, se le enc 0 mendó intervenir en la emi 

sión de documentos de crédito público, billetes de banco y bi-

lletes de loterías autorizadas a fav o r de establecimient o s de 

benefici&neia, 10 mismo que en la preparaci6n del papel sella 

do, timbres fiscales y especies fiscales. y También como parte 

de esta mayor intervenci6n en la gestión hacendaria, se le a-

sign6 el cometido de llevar registr o s sobre distintos actos de 

la Administración. tales como contra to s, nombramientos de em-

pleados, etc., e incluso el de practicar visitas ewlas Adua-­

nas, Administraciones de Rentas y en todas las demás oficinas ) 

que manejaran fond 0 s pdblicos, c on el fin de cerciorarse de -

su buen manejo y distribuci6n.-

Con el transcurrir del tiemp o y a medida que los in-

gresos y los &astos p úblicos crecían, se hizo 

sldad de reorganizar la administraci6n fiscal 

evidente la nece / 

salvadoreña, e - \ 

incluso de ampliar el control fiscal para que recayese espe--

cialmente, además de lo que ya estaba sujeto a la intervenci6n 

del Tribunal Superior de Cuentas, en l u s act o s d e ejecuci6n -

del presupuest o , en cuanto corresponde a los funci unari o s que 
i. 

tienen la facultad de o rdenar los gastos públicos, o sea, pues, \ 
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a establecer un control preventivo sobre los ordenadores de -1 

gastos; y, en general, a ampliar la esfera del control, en su 
I 

aspecto administrativ o , en lo que no era cub,ierto por el Tri- \v 
¡ 

bunal Superio r de Cuentas, al que le correspondf.,de manera - ¡ 

! 
principal, el control posterior de carácter jurisdiccional --

! , 

de las cuentas rendidas por los manejadores de fondos y biene d 

públicos.-

Consecuente con ese modo de pensar, el Gobierno con-

trató los servici o s de la firma inglesa Layton Bennett chiene ', 

& Tait, en julio del afio de 1928, a efecto de que estudiara -

las reformas que c onvenía implantar en los sistemas de conta-

bilidad y control, estudio que fue considerado necesario, por 

estimarse que tales sistemas ya no respondían a los progresos 

financieros alcanzados por el Estad o .~ 

Primera Ley de Auditoría: 

y fue con base en las recomendaciones formuladas por 

la firma inglesa antes mencionada, que el poder Ejecutivo, en 

Consej o de Ministros, emiti6 el Decreto Ejecutivo de fecha 7 -

de noviembre del a fio de 1929, en virtud del cual fue creada -

la Audit oría General de Hacienda, anexa al Ministerio del Ra-

mO,con las · facultades que por el Decreto del Poder Ejecutivo -

de 16 de mayo de 1923 se habian conferido a la Dirección Gene-

ral de Contabilidad Fiscal.-

Mas, por estimarse que la Auditoría General de Hacíen 

da, a que se alude en el párrafo anterior, tenía que llevar a 
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la práctica diversas ref o rmas en el sistema de contabilidad -

existente en aquella época, y establecer, además, el control 

preventivo sobre la recaudaci6n y el gasto de las rentas pübl i 

cas, todo lo cual reclamaba, para la mayor eficiencia de la mi 

sión encomendada a aquel organismo, la adopci6n de una Ley Or-

gánica acorde a los prop6sitos indicad o s, en consideración a -

tales razones fue dictada la Ley de Auditoría General de la Re 

pública, por mediadel Decreto Legislativo No. 70 de fecha 21 -

de mayo del año de 1930 , el cual aparece publicado en el Dia--

río Oficial No. 138 del 19 de junio del afi o citad o. ~ 

De conformidad con esa ley, la Auditoría General de-

la Repüblica adquri6 la categ~ría de organismo independiente -

en el desempeño de sus funciones, las que según esa misma ley, 

consistirían en el c on trol preventivo de la ejecuci6n del pre-

supuesto y, en general, en la intervención de todos los act o s 

de recaudación, cust odi a, inversión, erogaci6n, pago y enajen~ 

ción de fondos, val ores y bienes de la República.- ! 

La labor realizada por la Auditoría General de la Re-

pública fue de importancia considerab le. El control preventivo 

sobre la ejecuci6n del presupuesto hiz o posible que los gastos 

públicos se ciñeran estrictamente a las autorizaciones del Po-

der Legislativo, contenidas en el presupuesto, tanto en cuanto 

a la cuantía como al objeto d e los gastos. Lo s Presupuestos fu~ 

ron liquidados con cierto grado de exactitud, ya que la misma 

Auditoría por tener a su cargo la contabilidad deVGobierno,era 

( 

. 
f 

\ 
e 

? 
I 

J 
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la encargada de preparar las cuentas y estados financieros re-

queridos para tal fin. Y, en general, el control posterior de 

carácter administrativo sobre los actos de recaudación, custo- . 
( 

dia, inversi6n, enajenaci6n y pago d e fondos públicos fue más ) 
efectivo, al realizarse inmediatamente despu~s de recibirse -

las cuentas, o sea pocos días despu~s de que las operaciones 

fiscales habían tenid o lugar, control que, al mismo tiempo, -

fue comp lemen t ad o med iante in spe ce ione s prac t icadas en 1 as ofi \ 

\ 
cinas de manejo. En esta forma, el cont~ol de la Auditoría,de 

tipo administrativo, facilit6 el control jurisdiccional a car- \ 

go del Tribunal Superior de Cuentas, ya que cuando éste proce-

día a la glosa, algún tiempo después de practicadas las opera-

ciones que eran objet o de dicha glosa, aprovechaba el resulta-

d o del control de la Auditoría, traducido no pocas veces en ob 

servaciones formuladas a los cuentadantes, que s6l6 requerían ,. 
de la decisi6n del Tribunal para convertirse en reparos.- I 

! 
Desde entonces, el control de la administraci6n fis-

cal salvadorefia fue más completo , como resultado de los esfuer 

zas de ambos organismos; y como consecuencia de ello, bien 

pronto pudo apreciarse la necesidad de centralizar las activi-

dades fiscalizadoras en un solo organismo, ya que s6lo así era 

posible obtener la unidad de direcci6n requerida y la indispe~ 

sable coordinaci6n de los esfuerzos encaminados a tal prop6si-

to.-

'-
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Como nací a la Co rte de Cuentas de la República : 

y es así que surgió la idea de crear un solo institu­

to de control, que asumiera las funciones que hasta entonces -

habían corresp ondido al Tribunal Superior de Cuentas J a la Au 

ditoría General de la República, 10 oismoque las que en aquel 

entonces desempeffaba la Contaduría Municipal, organismo que t~ 

nía a su cargo la glosa de las cuentas d~las municipalidades.-

Con respecto a la estructura que habría de darse al -

nuevo organismo, la Comisión de Reformas a la Administración 

Financiera, a la que el Gobierno de la República le habia eneo 

mendado el estudio de la organizaci6n fiscal salvadoreffa, pro­

puso que se adoptara el patrÓn inglés, o sea el de una contra­

laría y auditoría gene~al. Tal Comisión, integrada por un abo­

gado y dos expertos en finanzas y contabilidad pública, todos 

ellos de nacionalidad salvadoreña, don Hanuel Enrique Hinds, 

que luego habría de ser el Primer Presidente de la Corte de 

Cuentas de la República, el Dr. Juan Ernesto Vásquez y don Ju-

lio Rozeville, tenía entre otros cometidos, el de proponer las 

disposiciones que, a juicio de ella, fuera conveniente introdu 

cir al Proyecto de Constituci6n que a la oaz6n ae estaba prep~ 

randa, en la parte relativa a la Hacienda pública.-

Así nació a la vida institucional salvadoreña, en la 

noche del 6 al 7 de Emro de 1940, la Corte de Cuentas de la 

República, después de considerar las recomendaciones de la -

Comisión, basadas en un concienzudo estudio del problema, mu-
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chas fueron las que hubieron de sor aceptada~ en lo referente 

al control fiscal; mas, en consideración a nuestra forma de -

gobierno y a la idiosincracia de nuestro pueblo, de origen la 

tino, fue que se prefirió ado pt ar p ara la nueva entidad el 

clásico nombre de Corte de Cuentas, de tradici6n francesa, o 

sea el de un organis mo c o legiadri de control fiscal, con las -

modificaciones que se creyeren necesarias para adaptarlo a la 

realidad salvadorefta.~ 

Aun cuando el Decreto Legislativo No. 101, de~echa -

29 de diciembre de 1939, publicado en el Diario Oficial No.2 G4, 

por medio del cual, dando cumplimiento a lo preceptuado por -

el Art. 158 dela Cons t itución Política de 1939, en el cual con~ 

titucionalmente fue creada la Corte de Cuentas para la fiscali } 

i zaci6n t~cnico-leBal d e la gesti6n de la Hacienda Pdblica, y - / 
J 

en cumplimiento de 10 estatuido en el artículo 195 de la mis8a ; 

Constitución fue que se decretó la "Ley Orgánica de la Corte -
/ 

titucional salvadoreña i' , en la noche del 6 al 7 de Enero de - I de Cuentas", que tal como 10 dije antes, surgió a la vida ins-

/ 

1940.-

-~ _. .. 
t.~' ... 

~. BIBUOTt::CA CENTR,;l. 
"'L "'~' ··~CC. UN!VS:~lJ; ! D AD o¡:; "" "'. ~ . ...:-. __ ._. 

----_._---.... _-!-----... ---_. 
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CAPITULO TERCERO 

FINALIDAD, ORGANIZACION y ATRIBUCIONES DE LA CORTE DE CUEN­
TA S DE LA REPUBL1CA 

FINALIDAD DE LA CORTE DE ~UENTAS DE LA REPUBLICA 

Tal c o mo ya se ha expresado 

dad que la Constituc i ón Política le atribuye a la Corte de -

Cuentas de la República, es la de fiscalizar la gestión de la 

Hacienda Pública, en general, y de la e jeG ución del Presupue~ 

to en particular.-

Cuando la Ley Orgánica de la Corte de Cuentas de la Re 

p ública se refiere a la finalidad de este or ganismo de control, 

y desarrollando el precepto constitucional, en su artículo 

lo .) expresa, que esa fiscalizaci6n ha de ser ojercida en su 

doble aspecto administrativo y jurisdiccional; y tendiente a 

señalar el campo de a pli caci6n de ese control, agrega, que a 

la Corte de Cuentas de la República le corresponda fiscalizar 

la administración del patrimoni o del Estado, de los establecí 

mientas públicos , de las entidades oficiales autónomas y Corp~ 

raciones de Derecho Público, así c erno los fondos. valor e s u 

otros bienes que, siend o ajenos, es t~ n a car go del Gobierno,-

o de entidades o corp oraci o nes de las mencionadas antes.-

De todo lo expues to anter iorm~e se desprende, que la 

Corte de Cuentas de la República ejerce su competencia fiscali 

zadora en todo el territorio nac ional, abarcando a · todos los -
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organismos y entidades del Estad o que a lo largo de ese misao 

territorio desarrollan sus actividades financieras, estando -

así b ajo su jurisdicc i6n, tanto l os ~ rganismos de la Adminis-

tración Central (Gobierno central), como los que operan en 

forma descentralizada funcional y territorialQente habland o , 

o sea l o mismo que, las instituciones y empresas estatales que 

gozan de autonomía y todas las municipalidades de la Repúbli-

ca.-

La misma Ley Orgánica de la Corte de Cuentas de la Re 

públ i ca, en su artículo 30.) se encarga de corroborar los con-

ceptos vertidos anteriormente cuando establece que están some-

tidoa a la jurisdicci6n del organismo de control quienes recau 

dan, custodian, administran o distribuyan loa fondos y otros -

bienes de referencia, lo mismo que los liquidadores o interven 

tares de ingresos o gastos públicos, a excepci6n de los funcio 

narios a que se refiere el articulo 211) de la Constituci6n Po 

lítica. Es más, según el mismo articulo 30.) de la Ley Orgáni-

ca, la competencia de la Corte de Cuentas de la República a1-

canza a todo aquél que tenga a su cargo el manejo de dineros 

u otros bienes del Estado o de las entidades mencionadas en 

el artículo lo.) de lamisma Ley Orgánica, y por comisi6n tem-

poral o especial, ya de hecho.-

puede, pues afirmarse, tomando en consideración las -

disposiciones constitucionales y legales referidas anter~orme~ 

te, que la jurisdicci6n de la Corte de Cuentas de la República 
( 
j 
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es D~plia y que co mp ren d e todos lo s actos financieros que co~ / 

ciernen al Estado, sean cuales fuere n l o s organismos y funcio- \ 

narlos que los efect4en y a un cu.ndo quienes tal cosa hlcitren, ? 
p rocedan en calid ad de par ticulares.-

ORGANISMO INDEPE NDIENTE DEL PODER EJECUTIVO 

El artículo 128 de la Constitución Política establece 

que la Corte de Cuentas d e la República en el ejercicio de sus 

atribuciones, actúa con independenc i a del Poder Ejecutivo, 10 

cual contribuye a garantizar y ase g u r ar la eficacia del c on --

trol.-

La verdad es que, un c ontrol e x terno de l~ Ad~inistr~ 

ci6n, ejercido por un organismo dependiente del Poder Ejecuti-

v o , no representa garantía suficiente, qu e responda al inte--

rés supremo del Estado , y como consecuencia, del pueblo ente-

ro, de que los fondos y bienes de la Nación serán manejados con 

toda escrupulocidad. Nuestros legis l a do res constituyentes tuvi~ 

ron, pues, en mente, ese máximo interés del Estado, al dotar -

d e la independencia necesaria al organismo de control externo.-

La Corte de Cuentas de la República. o sea nuestro má 

xi mo organismo fiscalizador actúa, p or consiguiente, con suje-

ción a la Constitución Política y a su Ley Orgánica, sin estar t 
supeditado en sus decisiones a ninguno de los órganos del Poder r 
Ejecutivo. Su depend encia es dnicamen t e hacia el Poder Legisla-

tivo, respecto del cual actúa com o su delegado, y a quien está 

obligado a rendirle cuenta d e sus labores po r medio de su in--
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tituci6n Política. La dependenc i a de la Corte de Cuentas de la 

República del Poder Legislat i v o se af i rma, además, en las cir~ 

cunstancias de ser aquel Pode r el qu e el ige a los miembros de 

su personal directivo, o sea al Pres idente y a los Magistra--

dos (Primero y Se gundo ) de la Ins tituci6n, y de ser el mismo -

Poder Legislativo el único que, p o r causa justa y mediante re-

soluci6n puede separ a r de sus car go s a los funciunarios menc i o 

nados, tal como 10 p receptúa el inc i so 4 0.) del Art. 130 de -

ruestra Const i tuc i ón Po lítica.-

DIVERSAS MO DALIDADES DEL CONTROL FISCAL 

El c ont rol fi scal p r e se nta dive r sas modalidades, según 

el momento en que se aplica, d and o l ugar, con ello, a los sis-

temas de control preventiv o , perce ptivo y pesterior.- ~ 

El control f i scal p resen t a además, dos as pect o s, un o 

d e tipo administra tiv o y otr o de carácter jurisdiccional. Por 

el primero, los 6rg a nos de c ontrol actúan sin forma de j uic io , 

en tanto que al con t r ol jurisdiccio nal corresponde la acci6n -

que tiende a determinar de 

i ncorrecci6n de la gesti6n 

manera defin i tiva la correcci6n o - ) 

y la cue nt a respectiva, deduciend o 

e n su caso, las resp onsab ilidades pecuniarias q ue quepan a los 1 
administrad ores de fond o s y bienes p úb licos. Esta acción no -

siempre es atrib uida a los o r g ~n i B mo s fiscalizadores, estand b 

encomendada, en d i vers o s países, a l os t r ib unales comunes.Sin 

emb argo, en el cas o d e nues tra Co r t e de Cuentas de la Repúbli 
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ca, sí, se le ha conf i ado tal acci6n en virtud de disposicio-

nes de la Constitución Política y de su p ropia Ley Or gánica.S~ 

g6n esas disposiciones, constitucional y legal menci ona das,a 

la Corte de Cuentas de la República le c orresp onde realizar -

el control en ambos aspectos, o sea el a d ministrativo y el j u n 
risdiccional, este último por medi o del juicio de cuentas~ El 

co n trol jurisdiccional es siempre a posteriori, mientras que 

el simplemente admin i strativo puede ser preven t ivo y a poste t 

riori.- ( 
Tambidn debe ruGs hacer la di st inc ión entre control j~ 

rfdico y control financ i ero. Po r el p rimero se persigue que el 

acto administrativo se ajuste a la ley, en tanto que por el -

financiero se analizan los resultados económic o s o patrimonia . 
n 

les del mismo . Para el control jurídico no importa la mayor -

o menor op or tunidad o inoportunidad del acto, su may o r o menor 

conveniencia. Estos f.actores han de ser justip reciados por los 

órganos de la administ r ación, quienes además y e x clusivamente 

se responsabilizan d e suwresultados. Para el control juridico, 

si el acto es le gal, debe cursarse.-

Pero tambidn es cierto q ue está fuera de toda duda -

de q ue el control financier o debe suponer s i empre el análisis 

legal de l acto, por cuanto es inconcebible q ue en un Estad o -

de Derecho pueda prosperar un acto ilegal, por muy convenien-

te, oportuno o económico que se le suponga. Es en este senti-

do que bien puede dec irse, que la Corte de Cuentas de la Repú -
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blica realiza en parte un control financiero, limitado al as-

pecto legal de los actos sometidos a su fiscalizaci6n. Sin em 

bargo, la distinci6n es más clara entre ambos controles,cuan-

do al financiero se le atribuye únicamente el análisis de ese 

mismo acto, circunscrito al aspecto 1egal.-

La Corte de Cuentas realiza el control en sus diver- 7 
sas modalidades, ya mencionadas anteriamente, o sea preventi-

/ 
va, perceptivo y a posteriori, .éste último en sus dos aspectos 

administrativo y jurisd iccional, pero su intervenci6n está 11 '¡ 
mitada a determinar el aspecto de la legalidad o ilegalidad - j 
de los actos en que interviene. A este respecto, la Ley Orgá-

niea de la Corte de Cuentas de la República es clara y termi-

nante al decir en su artículo 40.) que "l a Corte estará obli -

gada a considerar los actos en que le toque conocer, únicamen 

te desde el punto de vista de la ley il ._ 

El control preventivo se caracteriza porque siempre 

se antepone a losactoo administrativos~ como un medio de pre-

venir o impedir, en cuanto sea po sible, que mediante los mis-

mas se contraigan compromisos u obligaciones hacia terceros, JI 
al margen de las dis p osicione~ legales que sean aplicab les. 

Responde a la idea de que prevenir o impedir constituyen el -

medio más eficaz de protecci6n para la Raciema Pública, pues 

al evitar que se real i cen aquellos actos que adolecen de defec' 

tos legales de f orma o de fondo, previene de modo efectivo los 

daftos qu~ se derivarían de su consumaci 6n. Es evidente que ta o 

r 



bién previene a tiemp o el administrador para que no 

en las responsabilidades respectivas.-
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incurra -

• 
\ 

Por otra porte, la ap~obación por la Corte de Cuentas 

de la República de un acto sometid ú a su control preventivo, 1 

exime al que lo ejecuta de toda responsab ilidad fiscal. Es in 

dispensable insistir sobre este particular, en vista de la -

creencia que existe, de que a pesar d e la intervención pre--

ventiva de que un acto haya sido obj eto, siempre está expue~ 

'\ 
to el funcionario q ue lo ejecuta, a que se le deduzcan respon 

sabilidades pecuniarias al practicarse el control a posterio- ~ 
f 

ri de su gesti6n. En realidad, ello no es así. Para el caso \ 

puede decirse, que una orden de paGo intervenida preventiva-

mente por la Corte de Cuentas de la República, es comproban-

te de legítimo abono para el Pagador que la cancela. Esto ,no 

obsta, desde luego. para que si el Pagador cancela ~a orden 

de pago entregando los fondos a persona distinta del titular 

de la misma orden de pago, incurra en respon~abilidad, preci-

samente por haber efectuado el pa 80 a persona distinta de la 

legítima acreedora del Gobierno. I z ual cosa sucedería, si el 

Pagador cancela el total de la orden de pago, esto es, su va 

lar nominal, sin hacer los descuentos o deducciones consigna-

dos en la misma, o .que de conformidad con la ley, dicho Pag~ 

dar esté en la obligac i 6n de descontar o deducir, ya sea que 

provengan de porcentajes de embarg o s, de impuestos debidos, 

etc., a que estuviere sujet o al acreedor respectivo, o sea -
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el titular de la orden d e pago presentada a cobro.-

Es claro que si la int~rvenci6n preventiva no produ-

jera el efecto antes indicado, o sea el d e exioir de toda res 

ponsab ilidad fiscal al funcionario ejecutante de un acto soro~ 

t ido a tal in te rv e n e i 6 n p r e ven t iv a, e 11 a s i ro p Ie me n te con s t i t u ~. 

ría un trá mite más , sin consecuenc ias jurídicas de ninguna -

clase, y, por lo mismo, carecería de objeto. pero, ello no eo 

así, y como se ha visto en los casos supuestos antEi.'i.ormentQ· ~ 

del Pagad or que cancela una orden de pago previamente inter-

venida,él no incurre en responsabilidad alguna al efectuar -

el p ago. Para el Pagador, la orden de pago intervenida lega1-

mente por la Corte de Cuentas de la República, consti tuye co~ 

probante de legítimo abono. Y s6lo podrá haber : responsabili-

dad para dicho Pagador, por actos q ue correspondan a su actua 

ci6n posterior a la intervenci6dpreventiva, y q ue desconozcan 

o excedan las limitaciones o cundiciones de la orden de pago, 

tal como fué legali zada.-

El campo de aplicaci6n del control preventivo puede 1 
extenderse al ingreso y al gasto, pero ordinariamente s610 - \ 

se realiza con respect o a este último. Como dijera anterior-

mente, se caracteriza esta forma d e i ntervención porque se - ( 

antepone a los ac~os de administrac i ón, lo que expresado en 

términos más concretos significa, que es ejercido tanto an-
I 

tes de contraer los c ompromisos , c omo antes de efectuar el ' 

pago.-



Dada la circunstancia indica ua, 

que tal control se efect6a, y con el fin 

be la acci6n administrativa, ocasionand o 
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sobre el momento en 

de evitar que entra 

retardos o demorso--( 

en la tramitación de los asuntos, es indispensable ~~~er UGO 

d e procedimiento s ágiles en su apl ica c i6n .-

Como medidde agilizar dich o contr o l, la Ley Orgáni-

ca de la Corte de Cuentas de la República faculta a su Presi 

dente para delegar funciones de intervención preventiva en In 

terventores designados al efecto. Y es con base en esa facul-

tad legal q ue existe un cuerpo de Interventores y Contadores 

Fiscales, con facultades suficientes para interven ir docume~ 

tos de gastos hasta cierta cantimad ?rudencial, reservándose 

el propio Presiderite de la Corte, la intervención de los que 

excedan de esa suma prudencial. De esta manera, el trabajo se 

realiza sin demora alguna, pudiendo decirse que la Corte se -

mantiene al día, pues por 10 general, toda documentación recí 

bida en el día, es devuelta al día siguiente. La excepción a 

esta regla consiste en aquellos documentos que por referirse 

( 

\ 
~ 

J 
a actos que adobcen de irregularidades de . orden legal, son de 

vueltos con observaciones, en un plaz o q ue excede al de un dia l 

No obstante la sefialada impor~ancia del control pre-
'y 

ventivo, no resultaría satisfactorio por sí solo, si no está 

complementado por el control a posteriori. A diferencia del - • 

control preventivo, el control a po steriorí no impide la ejec~ 

ci6n del act"o, estando su acci6n e n derezada a establecer la -
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verdadera responsabilidad de la gesti6n administrativa.- j 
Aun cuando el control preventivo cubriese todos los 

actos de gestión, siempre sería necesario elkontrol a poste-

riori¡ y tanto más 10 es, cuanto que aquel control no se rea 

liza con respecto al ingreso, sino 8610 con relaci6n ~l ~as-

to, sin cubrir ldtotalidad de su pr o ceso, sino únicamente las 

etapas que preceden al compromiso y al pago.-

En el ejemplo del Pagador que se diera anteriormen-

te, pudo apreciarse, que los actos propios de esa funcinna--

rio, ajenos a la legitimidad de la orden de pago que cancela, 

y siempre que tales actos sean contrari o s al derecho, dan lu-

gar a responsabilidad, que es deducida en el ejercicio del -

control a posteriori.-

Aun cuando tenga que incurrirse en una repetici6n, 

es necesario volver a decir, para se s uir el orden de la expo-

si~i6n, ' que el control a posteriori presenta dos aspectos, o 

sea, un control a posteriori de tip o administrativo y un con-

trol a posteriori de carácter jurisdlccional.-

El primero, el administrativo tiende a depurar y com I 

pIetar las cuentas rendidas, para poner remedio inmediato a ) 

las irregularidades que se encuentren, y se efectúa de manera / 

más o menos continua.-

El segundo, o sea el jurisdiccional, tiende a deter- 1 . 
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b licos, y se efectúa po r medio del j u i cio~e cuentas, de 

p,eri6dica. -

Como c omplemento del contro l p revent i vo y del contr ol 

a pasteriori de carácte r administra tivo, y a fin de llenar los ) 

i 

vaclos dejados por a quéllos, se efectúa un control percepti~o' l 

demominado así, porque tiende a ver ificar objetivamente, me- ~ 
I 

I 
diante inspeccio nes p racticadas en las propias oficinas suje­

tas a control, la integridad de 103 fondos y bienes ,a su CUi- J 

dado.-

Tales vacíos derivan de la naturaleza de aquellas for 

mas de control, mediante el control p reventivo se analizan los 

documentos en que se reflejan los Reto s cuya legalidad se oC • 
.1. ~s-

caliz a, y el control a posteriori se verifica con base en las 

cuentas y sus justificativos o comp robantes, en que han queda 

do registrados los res pectivos actos degesti6n fiscal.-

El hecho de que ambos controles se verifican sobre p~ 

peles, hace que ninguno de ellos ofrezca seguridad absoluta -

en sus resultados, porque cabe la posibilidad de q ue los ' p ape ' 

les, por error o p or malicia, no c o rrespondan a la realidad -

de los actos q ue ellos pretenden refle j ar. De ah! la necesi-

d ad de constatar, s i los saldos que a r r oj a una cuenta están -

efectivamente en poder del manejador, o si los suministros con 

tratados han sido iecibidos de conformidad p or las oficinas -

solicitantes y si reunen los requisitos de la licitación o -

contrato respectivo, o si el emplea d o cuyos salarios han s ido I 

J 
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~agados con fondos pdblicos, ha prestado los servici os corres 

pondientes. A todo esto responde el c ontrol perceptivo, que 

tiende a llenar las lagunas dejadas por las otras dos formas 

de intervenci6n.-

El control perceptivo se verifica por medio de un 

cuerpo de inspectores que se apersona n en las oficinas y loca 

les de los organismos investigados, o en los lugares d onde ~s 

tos han verificado sus labores, ta l es como: caminos, construc 

ciones, etc.,ofreciendo a la Corte la o por tunidad de revisar 

inmediata y material mente, las actividades administrativas --

que le compete vigilar, constatando las existencias físicas -

de fondos y bienes, el estado actual de las obras eu relación 

a los contratos respectivos y a los p agos efectuados en rela -

ción con la obra ejecutada o el servicio prestado, etc.-

ORGANIZACION DE LA CORTE DE CUENTAS DE LA REPUBLICA 
( 

Dada la circunstancia de que la Corte de Cuentas de - \ 

la Repdb 1 ica desempeña dos tipos de func ione s, de indo le adr,li- \ 

nistrativa la primara, y de catácte r jurisdiccional la segun- ~ 
da, su organizaci6n tiene que acoplarse a esa dualidad de fun-J' 

ciones.-

De confomidad con los principios sustentad o s en la 

Constituci6n Polític~,que han sido desarrollados po r su ley Or 

gánica, la Corte de Cuentas de 13 Repdb lica está formada por .. 

una Cámara de Segunda Instancia, varias Cámaras d~Primera 

Instanoia, y los Secretarios, Relataren, Examinadores y demás 
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funcionarios y enpleados que demande el servicio.-

Para el ejercicio de las funciones jurisdicciona leo, 

la Corte está organizada como un organismo colegiado, a la -

manera de un tribunal judicial, con jU3isdicción en todo el te 

rritorio de la República. Hay una Cámara de Segunda Instancia, 

formada por el Presidente de la Corte y dos Magistrados, y 

varias Cámaras de Primera Instancia, formadas por dos Jueces 

de Cuentas cada una de ellas.-

En cambio, para el ejercicio de las funciones adminio 

trativas, la Corte de Cuentas está organizada unipersonalmen­

te. A la cabeza de ella está el Presidente de la Corte, a quien 

compete originalmente ese ejercicio. No obstante, y en virtuú 

de que e 1 volumen de tales funciones es tan crecido, que r.esu l 

ta materialmente imposible que sean desempeñadas por una sola 

persona, la Ley faculta al Presidente de la Corte para deleca~ 

las parcialmente en los Magistrados de la misma. La ejecuci6n 

material de los actos de control, está a cargo qe diversos De­

partamentos, subdivj.didos en Secciones. El Departamento de Se .. 

cretaría sirve las necesidades de relaci6n de toda la Oficina, 

y un gran nú~ro de otras necesidades diversas.-

El Presidente y los Magistrados de la Corte de Cuen­

tas son elegidos por la Asarblea Leeislativa para un período -

de tres a ñ os, pudiendo ser reelectos. S6lo pueden se~ separa­

dos de sus cargos si existe causa justa mediante resoluci6n -

de la propia Asamblea Legislativa. Es digno de atenci6n el he 
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cho de que, aunque la Constituci6n de 1939 previ6 la elección 

de Magistrados Suplentes en el número que determinase la Ley, 

para completar en su caso la Cámara Superior, hoy Cá~ara de 

Segunda Instancia, inexplicablemente fueron suprioidos eso~ -

Magistrados Suplentes por el Legislador Constituyente de 195 0 ~ 

sin que conste en l o s documentos res pectivos cual fue el noti-

va o fundamento de la supresi6n. El Legislador Constituyente 

de 1962 no enmend6 ese error que en cualquier momento puede -

plantear dificultades insalvables al funcionamiento correcto 

y oportuno de la Instituci6n.-

Para ser Presidente o Magistrado de la Corte de Cue~ 

tas de la República se requiere ser salvadorefio, mayor de 

treinta afias, de honradez y competencia notorias, estar en 

pleno ejercicio de los derechos de ciudadano y haberlo estad o 

en los tres años anteriores a su elecci6n.-

El Presidente y los Magistrados de la Corte de Cuen- I 
tas responden ante la Asamblea Legislativa, quien los juzga -

por los delitos oficiales y comunes que cometan. Las violaci~ 

afectados, ante la Corte Suprema de Justicia, mediante el Re 

) 
I 

nes de las garantías constitucionales en que incurrieren, en 

el ejercicio de sus funciones, pueden ser reclamados por los 

curso de Amparo.-

Los Jueces de Cuentas integrantes de las Cámaras de 

Primera Instancia son nombrados por la Cámara de Segund~ In~ 

tancia. Todos los demás funcionarios y empleados de la Corte, 
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son nomb rados exclusivamente por el Presidente de la misma.-

El Ministerio Público está r epresentado ante la Cor t e 

de Cuentas de la República por el F i sca l General de la Repúbl i 

ca~ o por el Agent~ del Ministeri o Fiscal ~ue aquel funciona­

rio designe, de manera general, o es pecial, es parte en todos 

los juicios de cuentas,-

Para la ejecución material J e los actos de control, -

la Corte de Cue n tas de la República, d e conformidad con el Re.­

g l amento Administra t ivo de la misma, en su parte administrat i ­

va, comprende los siguientes Departamentos : Departamento de ~e 

c r etaría y personal, Departamento d e Control Previo del Presu­

puesto (antes Departamento de Control del Presupuesto), Depar­

tamento de Control de Colecturías, Pagad urías y Almacenes (an ­

tes Departamento de Control del Tesoro), Departamento de Audi­

tor í ade la Contabilidad Central (antes Departamento de Conta­

bilidad), Departament o de Control de Aduanas, Departamento de 

Control de Instituciones Descentra liz adas (antes Departamento 

de Control de Instit u ciones Aut6nomas), y Departamento de Con 

trol Municipal. Actualmente también e x iste el Departamento de 

Control perceptivo s i n que aparezca i n cluido en el Reglamen to 

Administrativo.-

Exfuten además, bajo la inmediata dependencia del Pr~ 

sidente, los Co laborad o res Jurídicos y técnicos que se crea -

convenientes, y una Secc i 6n q ue se denomina Secci6n de Servi-

c ía s Diversos.-



-- 37 

El Departamento de Secretaría actúa a trav~s de dos 

Secretarios y el personal auxiliar necesario, uno de los 8e-- ' 

cretarios actúa en t odo lo referente a las funciones adminis-

trativas de la Corte, y el otro actáa en todo lo referente al 

as?ecto jurisdiccional, esto no obsta para que por instrucci~ 

nes del Presidente de la Corte, ambos puedan actuar en las daD 

funciones, o bien por ausencia o impedimento de alguno de e­

llos, el otro actúe en su defecto.-

Al Departamento de Secretaria corresponde: 

lo.) Recibir, distribuir e ntre los Departamentos, -

hacer, cursar y archivar la correspondencia. 

20.) Cursar las solicitudes de informes y certifica-

ciones. 

30.) Tramitar todo lo relativo a las funciones que -

tocan al Presidente de la Corte, en materia de 

control jurisdiccional. 

40.) Llevar el control de asistencia del personal. 

50.) Tramitar todo lo relativo al nombramiento, licen 

cias y cancelaci6n de nombramientos del persona l 

de la Corte. 

60.) En lo Seneral, tramitar todo asunto que no. corree 

panda a los demás ' Departamentos de la Corte. 

El Departamento de Control Previo del Presupuesto tie 

ne a su cargo la intervenci6n que la ley confía a la Corte s o-

- - _._----------=------
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bre la ejecuci6n del Presupuesto. También le c'orresponde ll.=. 

var el Registro de Empleados de la hdministraci6n Pdblica.-

El Departanento de Control de Colecturías, Pagadu--
I 

¡' 
rías y Almacenes, tiene a su cargo el control administrativo ! 

, 

sobre el manejo de fortdos (ingresos y pagos) en las distin- " 
tas oficinas de la Administración Pública. También le corres 

ponde a este Departamento el control administrativo sobre -

los liquidadores de ingresos y el control de las existencias 

en los Almacenes.-

E 1 Departamento de Aúd itoría de la Contab il idad Cen~· 

tral tiene como prineipal atribuci6n examinar y verificar la 

contabilidad que por Qedio de su respectiva dependencia lle-

va el Poder Ejecutivo en el Ramo de Hacienda, con el fin de -

comprobar: 

a-) Si las operaciones de dicha contabilidad han si-

do registradas correctamente, y 

b-) Si en los actos que las originan se han cumplido 

los pre~ceptos legales que riien la gesti6n fi-

nanciera del Estado. 

Desde el punto de vista de su organizaci6n administrn 

tiva, la Corte de Cuentas s6lo puede referirse al régimen fi-

nan¿iero del Estado, tal y como lo prescribe el literal trana 

crito en el párrafo anterior, o sea s6lo para ver si se han -

cumplido los preceptos legales que rigen la gestión financi.=. 

ra del Estado. Este literal b) mencionado anteriormente, co-
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rresponde al Art. lS-bis del Reglamento Administrativo de la -

Corte de Cuentas de la República, el cual está vigente.-

ATRIBUCIONES DE LA CORTE DE CUENTAS DE LA REPUBLICA 

La descripci6n y comentarios hechos sobre las diversas 

modalidades del control, dan una idea bastante aproximada de -

la funci6n que a la Corte le corresponde realizar. No obstan-­

te, para que esa idea sea más completa, considero necesario ha 

cer menci6n de las atribuciones conferidas al organismo de co~ 

trol, y en la forma específica en que la ley se las confiere. 

Según el Artículo 128 de la Constituci6n Política vi­

ge~te q~ reafirma lo ya dispuesto en Constituci ones anteriores, 

en el sentido de instituir a la Corte de Cuentas de la Repúbli­

ca como el organismo que, con independencia del Poder Ejecuti­

vo, tendrá a su cargo la fiscalizaci6n de la Hacienda Pública 

en general, y de la ejecución del Presupuest o en particular; 

esas atribuciones son las siguientes: 

.J 

la.) Vigilar la recaudaci6n, la custodia, el compro-­

miso y la erogación de los fondos públicos; así 

como la liquidación de impuesto s y demás contri­

buciones cuando la ley lo determine.-

2a.) Autorizar toda salida de fondo s del Tesoro Públi 

ca, de acuerdo con el Presupue s to; intervenir pr~ 

ventivamente en todo acto que de manera directa 

o indirecta afecte al Tesoro Fúblico o al petri-
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monio del Estado, y refrendar los actos y contra 

tos relativos a la deuda pública.-

3a.) Vigilar,inspeccion~r y glosar las cuentas de lc ~ 

funcionarios que mane j en fondos o bienes pdblicos, 

conocer de laG juicios a que den lugar dichas 

cuentas. 

4a.) Fiscalizar la gesti6n econ6mica de las institu-~ 

ciones y empresas estatales de carácter aut6nomo 

y de las entidades que se costeen con fondos del 

Erario o que reciban subvenci6n del mismo. Estn 

fiscalización se hará de manera adecuada a la na 

tura1eza y fines del organismo de que se trate, 

de acuerdo con lo que al respecto determine la -

ley.-

5a.) Examinar la cuenta que sobre la gesti6n de la Ha 

cienda ~úb1ica rinda el poder Ejecutivo a la A­

samblea, e informar a ésta del resultado de su -

examen. 

6a.) Dictar los reglamentos necesarios para el cumplí 

miento de sus atribuc i ones. 

7a.) Ejercer las . demás funciones que las leyes le se 

ña1en. 

La Ley Orgáriica de la Corte de Cuentas de le Repúbli­

ca, al desarrollar las disposiciones constitucionales citadas, 

._~~~~--~~~~~~----~ 
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enumera en su artículo 50.) las atribuciones de la Corte de 

Cuentas, en tdrminos semeJantes; y~ siendo/tales atribuciones ' ­

susceptibles de ser complementadas, las amplía convenientemen­

te para dar mayor efectividad a las funciones de control. Es&s 

atr i buciones complementarias, enumera~ aG como si fueran cont i -

uuaci6n del Artículo 128 de_la Constituci6n Pblitica, ya cita­

do, son las siguientes: 

8a.) Exigir las cauciones a quienes corresponda ren­

dirlas para garantizar su actuaci6n, señalar su 

cuantía, calificarlas,custodiar los títulos re­

lativos a ellas y cancelarlas cuando proceda.-

9a.) Archivar y conservar los testimoni o s de escritu­

ras u otros títulos de bienes inmuebles, los do­

cumentos por deudas o créditos a favor de la Na­

ción, y todos los expedient es o títulos de cual­

quier clase que acrediten propiedad, derechos o 

acciones del Estado, con excepci6n de los valo­

res comerciales o fiduciarios, que se hayan de 

depositar en la Direcci6n General de Tesorería 

o de aquellos que por ley especial deban ser -­

custodiados en otra oficina ~ testimonios o certi 

ficaciones autorizadas de tales documentos. 

lOa.) Intervenir en la emisi6n de documentos de cr~­

dito público de cualquier clase que sean, lo 

I 
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mismo que en la emisi 6n de especies fisca le s ve-

loradas.-

11a.) Au tor i ;, ' ar la p oses i6n ele sus cargos a los em- -

p leados sujetos & su fi oc e l iz aci6n jurisdiccio-

nal) una vez hayan =endic1o l a cauci6n d~ley; ~ 

suspenderlos cuando la fianza caduque sin o portu 

na renovaci6n.-

12a.) Exigir de los demás o r8 aíJ.ismos de la Adminio tr<.~ 

ci6n Pública, incluso las instituciones aut6no-

mas y las municipalidade s, cuantos irrormes, ec ta 

dos, cuentas, documentos y otros comprobantes -~ 

considere útiles o necesarios para el ejerc i ci c 

d~ las funciones que legalmente le corresponden; 

quedando dichos organismos y entidades obligados 

a suministrar tales datos e informaciones en u n 

tiempo prudencial que no excederá de quince dias. 

I8ual obligaci6n tendrán los particulares que 

por cual quier causa tuvieren que suministrar da-

tos, informes, et c ., para aclarar situacioíJ.e s c1~ 

dasas ya sea sobre el ingreso,liquídaci6n, compr~ 

miso o salida de fondos y demás bienes o efectos 

valorados. 

l3a.) Emitir Reglamentos e i nst r uctivos acerca de la , 

estructura, forma, comprobaci6n y justifica c i ón 
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de las cuentas relativas a bienes del Supremo G~ 

bierno, así como de las instituciones y corpora­

ciones sujetas a su fiscalizaci6n. 

14a.) Emitir reg~amentos e instructivos acerca de la 

forma y uso de los formularios para recibos y -­

otros documentos relativos a ldrecaudaci6n, cus­

todia, inversi6n, distribuci6n, pago, entrada o 

salida de dineros u otros bienes de propiedad del 

Gobierno, pudiendo, intervenir en la impresi6n y 

distribuci6n de las respect i vas f6rmulas. 

ISa.) Dictar las medidas de control que sean necesa­

rias, procurando conservar el espíritu que anima 

a las establecidas por la ley o los reglamentos 

vigentes.-

l5a.) uelar por el cumplimiento de las leyes, reglame~ 

tos e instrucciones sobre la contabilidad e in-­

tervenci6n que le han sido conferidas por la ley. 

17a.) Imponer multas que se "harán efectivas en "forma 

gubernativa hasta de doscientos colones por fal­

tas cometidas o por negligencia en el cumplimie~ 

to de las leyes o reglamentos que regulen la con 

tabilidad, la liquidaci6n de tasas y contribucio 

nes, la percepci6n, la custodia~ ~ distribuci6n, 

el pago, la entrada y la salidad d~los fondos y -

bienes públicos, de especies valoradas, de títu-
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tener valor comercial; como asimismo por el in--

cump 1 imien to de cuale squiera de las ob l ig ac ione s 

a que se refiere el numeral l2a,) de este mismo 

artículo.-

IBa.) Gestionar ante el Fiscal General de la Repúbli-

ca para que se cobren los alcances a favor del -

Fisco, de los Institutos Aut6nomos y Municipios 

establecidos por sentencia ejecutoriada de la -

propia Corte.-

19a.) Fenecer las cuentas, cuando proceda; y expedir 

finiquitos. 

Además de las atribuciones que anteceden, la !ey Orgá 

nica de la Corte de Cuentas de la República en el numeral 30.) 

del artículo 50.) de su Ley Orgánica tenía la siguiente dispo-

s ie i6n: "Centra lizar las cuenta s &ü Supremo Gob ierno, y d ic tar 

las instrucciones que fueren necesarias con el fin de obtener 

la deb ida uniformidad en e 1 modo de llevar la s I¡. No ob s tan te que 

fue hasta en 1965 que por Decreto Legislativo No. 213, public~ 

do en el Diario Oficial No. 46, Tomo 206 del 8 de marzo de -

1965 que se :sustituy6 el numeral 30.) en cuesti6n, fue desde 

el mes de enero de 1952 que la Corte de Cuentas de la Repúbli-

ca cesó en su funci6n de organismo "Contador" del Gobierno, h~ 

biendo asumido, esa funci6n, el Departamento de Contabilidad -

e er' \"-0"- I 1 BIBLlOTE lA ;:.:"1 ¡ r'r->\ .... ! 
UN1VEl'<!!31DiloO DE ;¡¡:L., SALVAOOR I 
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del Ministerio de Hacienda, hoy Di recc i ón General de Contabili 

dad central, y s i empre dependien t e del Ministerio de Hacienda, 

organ iooo al cual se le dió el encar go d e llevar la contabili -

dad del Estadopor Decreto Le gi s la t i vo No. 545 de fecha 7 de e-

nero de 1952, publicad o en el Di ario Oficial No. 7, del 11 del 

mismo mes y año~. A camb i o de la cesantía comp "Organismo Con­

tador del Estado , ", la Corte de r.uentas de la República se COE. } 
1, 

virtió, además de las atribuciones 'y a menc i onadas anteriormen- ' (' , 

te, en organismo auditor de la con t a b ilidad gubernamental, de 

conformidad con la f r acci6n 5a. del artículo 128 de la Consti-

tuci6n Política.-

La misma Ley Orgánica de la Corte de Cuentas de la R~ 

públ i ca, en su artículo 60.) señala como deberes de la Institu 

ci6n, los siguientes: 

lo.) Poner en conocimiento del Poder Legislativo por 

medio de su informe anual, todos los actos que -

se sometan a su conocim i ento, y que se vea obliga 

da a cursar con reservas.-

20.) Dar c~nta al Poder Ej ecutivo, Institutos Aut6no 

mos y a los Municipi o s, sobre toda irregulari-

dad de orden econ6m i co q ue observe en el ejer--

cicio de susfunciones y que de manera directa o 

indirecta pueda ocasionar perjuic i os al patrimo-

nio de dichas Entidades, sugiriendo al propio -
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tiempo normas o procedimientos ~ue se puodan po­

ner en práctica para evitar tales perjuicios, 

contr ib uyendo de esta manera a que haya más or­

den y legalidad en el ~ancjo de los bienes y cfec 

tos públicos.-

30.) Dar cuenta al Min i sterio Público de los delitos­

que note en el ejercicio ~ a . 6us funciones.-

40.) Derogado. 

50.) Mantener un Registro del Personal de la Adminis­

traciÓn Pública~-



CAPITULO CUART O 

UB ICAe ION DE LA CORT:::!: DE CUZ~~TAS DE LA REPUBLleA DENTRO 
DE L DETI] G ::~O 

Ya quedó e xpre sado Gn el capit ulo anterior que las a-

tribuciones de la Corte de Cuentas de la Repúb lica tienen su 

erigen en la Constitución, articul o 128 y siguientes ; además, 

constitucionales apar¡cen Dlena mente de sarro l l a das en su Ley Orgánica , 
estas atribuciones en donde, el Sontro! Fiscal que se le ha -

encomendado a nuestrdmáximo organismo de control externo, re-

viste dos aspectos, uno de tip o ad8inistrativo y otro de marca 

, ~ ' do carácter jurisdiccional. Por el primero, nue stro máximo or 

~nismo de control actúa sin formación de juicio, en tanto que 

en el segundo, o sea el control jurisdiccional. sí, act u a por 

medio del juicio de cuentas~ función eminentemente judic ial . 

El control jurisdiccional es siempre a posteriori, mientras -

que el simplemente administrativo p uede ser preventivo y a po~ 

teriori.-

Tambi~n debemos hacer la distinción entre control ju-

rídico propiamente ,dicho y control financiero. Por el primero 

se persigue que el acto administrativo se ajuste a la ley, en 

tanto que por el financiero se analizan los resultados econ9mi 

cos o patrimoniales del mismo. Para el control jurídico no im-

porta la mayor oportunidad o inoportunidad del acto, su mayor 

o menor conveniencia. Estos f ~c to res han de ser justipreciados 

por los órganos de la administrcción, quienes además y ~xclusi 
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vamente se responsabilizan de sus resultados. Para el control 

jurídico, si el acto es legal, debe cursarse.-

El artículo 40.) de la Ley Orgánica de la Corte de 

Cuentas de la República dice: 

"Art. 40.- La Corte de Cuentas estará obligada a con-

siderar los actos en que le toque conocer, úniCamente desde el 

punto de vista de la ley. ? 
Esto no obstará para que en otros 6rdenes, emita par~ \ 

cer o preste su colaboraci6n, cuando 10 juzgue conveuientn 11. ~ 
Expresado l o anterior, queda claramente establecido ) 

que el control fiscal a cargo de la Corte de Cuentas de la Re- ( 

pública es eminentemente legal; y que en otros 6rdenes solo - ~ 

: ::::::e::e p aore::: n:o r::: t saer 6
1

: UD oe,o;l:: tO: na e 1
i
:: OerUga:"~:" el ~, j'~BZ gl

U

: i 
administraci6n pública.-

la gesti6n fiscal, en nuestro medio le toca realizarlos al pr~ 

Ahora bieu, en cuanto al control financiero, o sea el 

\ 
de los resultados económicos o patrimoniales de del análisis 

pio Poder Ejecutivo (Poder Administrador), a través de los con 

troles internos en cada Secretaria de Estado y en cada una de 

las Unidades Secundarias de Ejecución; y principalmente, a tra > 
vés del Ministerio de Hacienda, llanada por la doctrina moder- ( 

na el Ministerio del Equilibrio, quien en términos generales - ( 

realiza el control financiero a través de la Direcci6n General · 

f 
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del Presupuesto. máximo organismo del control fiscal interno -

del Poder Ejecutivo, o dicho de otro modo, del control finan­

c i ero, artículos 19 y siguientes de la Ley Orgánica de Presu­

puestos, p rincipalmente el literal b) del artículo 20 de la -

ley mencionada, que textualmente dice : 

Art. 20 .) Habrá una Direcci6n General del Presupuesto, 

dependiente del Ministerio de Haeienda, cuyas 

principales funciones consistirán en ayudar a J i 

cho Ministerio en: 

b-) El control sobre l a ejecuci6n de dichos pre­

supuestos desde el punto de vista administrativo, 

tanto en 10 que se refiere a la ejecuci6n finan­

ciera como a la de su~resultados en términos de 

realizaciones físicas y en general sobre todos -

los aspectos que tengan significaci6n para una -

permanente evaluaci6n de la ejecuci6n de los dis 

tintos programas presupuestarios. 

Tambidn es oportuno mencionar que también el Consejo 

Nacional de planificaci6n y Coordinaci6n Econ6mica, dependien­

te directamente de la Presidencia de la Repdblica, realiza im­

portante y decisivo control de la gesti6n financiera en toda la 

Administraci6n Fdblica.-

Expresado 10 anterior, 16gica y doctrinariam~te t c~e 

mas que concluir: 
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a) La Corte d~Cuentas de la Repúhlica, al derivar sus 

atribuciones de la Constitución, participa del Derecho Consti-

tucional; 

b) La Corte de Cuentas de la República, al realizar 

la intervenci6n preventiva y perceptiva que se le ha encomen-

dado aplica, tanto su ley orgánica como todas las demás leyes 

administrativas aplicables a cada caso que le pr esentan, por 

lo tanto, participa también del Derecho Administrativo; 

e) La Corte de Cuentas de la República, al realizar 

la intervención a posteriori que ee le ha encomendado aplica, 

tanto eL derecho administrativo como el derecho de marcado -

carácter jurisdiccional, y de un eminente procedimiento judi-

cial, pues así se aplica en el juicio de cuentas;-

d) Desde el punto de vista financiero, la Corte de -

Cuentas de la República solo tiene que ver sL el acto es le-

gal, si esto es así, la Corte está en la obligación de cursar 

\ . 
l 
) 

lo. Podrá en determ~nados casos emitir su opinión, dar su pa- ~ 

recer o prestar su colaboración, cuando lo juzgue conveniente, 
! 
¡ 

pero si el acto es legal no podrá ni deberá obstaculizarlo, - 1 
I 

simplemente emitirá su opinión o prestará la colaboración nec~ 

saria.-

Doctrinariamente hablando, la Corte de Cuentas de l~-

República, desde el punto de vista del "Derecho" es un ¡'Organi~ 

mo Sui-Géneris li
, pues colocado dentro del Derecho Público, pa!. 
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ticipa dentro de áste, de las siguientes subdivisiones: 

a) Derecho Constitucional; 

b) Derecho Administrativo; 

c) Derecho Financiero, de éste, solo desde el punto 

de vista legal y no desde el punto de vista de -

sus resultados, ya sean est o s econ6micos o patrim~ 

nia1es, los cuales esttn a cargo del Poder Ejecuti 

va, especialmente, a travás de la Direcci6n Gene­

ral del Presupuesto y del Consejo Nacional de 

P1anificaci6n y Coordinaci6n Econ6mica, tal como 

se ha expresado anteriormente ; 

d) Derecho Jurisdiccional, de marcado procedimiento 

judicial. 

Para finalizar este capítulo, solo he de manifestar 

que resulta impreciso desde todo punto de vista jurídico, ubi 

car a la Corte de Cuentas de la República, ya sea dentro del 

Derecho Administrativo, o menos todavía, dentro del Derecho -

Financiero, pues solo podremos ubicarnos dentro de estas sub­

divisiones del Derecho, cuando aislad amente analicemos cada -

caso en particular, pero jamás nos dará razones suficientes -

para ubicar en forma absoluta a la Corte de Cuentas de la Re­

pública dentro de cualquiera de las ramas del Derecho Público 

arriba mencionadas.-

Ahora bien, refiriéndonos a la intervenci6n preventi­

va sobre el gasto, t ema de esta tesis, necesariamente tenemos 



-- 52 

que concluir que la intervención preventiva, sí, es Derecho Ad - , 

ministrativo p es eminentemente legal, pues no analiza resulta-

dos, ya sean estos económicos o patrimoniales, solamente se -

circunscribe al aspecto legal del gasto.- / 
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CAPITULO QUINTO 

METODO y PROCEDIMIENTOS PARA EL DESARROLLO DEL CONTROL PREVENTIV O 

De la enumeración de las atribuciones conferidas a la 

Corte de Cuentas de la República, tal como aparecen en el A~t. 

128 de la Constitución Política, transcrito en el Capítulo an-

terior, y, tomando en cuenta que los m~todos y procedimientos 

de la Fiscalización Superior, son los instrumentos por medio -

de los cuales las Entidades encargadas del control fiscal lle-

van a la práctica las atribuciones de que están investidas. Ya 

que esos métodos y procedimientos son medios para alcanzar fi-

nes determinados, debe estructurárseles en forma tal que el 

cumplimiento de dichos fines quede asegurado, o sea, que entre 

las atribuciones, como fines que son, y los métodos y procedi-

mientos, que representan sus medios de ejecución, debe existir 

la más completa armonía; deducimos que a la Corte de Cuentas -

de la República le corresponde realizar "Un control preventivo 1~' 
sobre la Administración Centralizada, referida a la ejecución 

del Presupuesto General, lo mismo que sobre los actos, no ca-

nalizados a trav~s del Presupuesto, que afecten al Tesoro Pú-

blico o al Patrimonio del E~tado. Excepcionalmente ejerce con 

trol de esta clase sobre los presupuestos y patrimonios de _ 

tres Instituciones Aut6nomas descentralizadas, por disponerlo 
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así sus leyes Orgánicas.-

Los métodos y procedimientos de la Corte, má~ que t~ 

do, se fubdamentan en un sistema de intervención centralizado, 

debido a que la Corte no esta autorizada legalmente, come es 

el caso de otras entidades fiscalizadoras, para disponer, a -

los fines de su control externo, de los servicios de control 

interno establecidos en organismos dependientes del Poder Ej~ 

cutivo. Esto significa que la Corte de Cuentas realiza su tra 

bajo contando dnicamente con su propio personal. La sola 

ción a esta regla consiste en la facultad · legal otorgada 

excep 
- \ 

a la I 
I 

\, 
etc., en personal 

Corte para designar interventores de gastos periódicos, tales 

como sueldos, al~uileres, servicios de luz, 
\J 

no dependiente de ella misma, pero esto únicamente para la rea 

lización, por parte de dichos interventores, de funciones de 1 
) 

control preventivo.-

De conformidad con el Articulo 31 de la Ley Orgánica 

de la Corte, ésta interviene preventivamente: IITodo acto, cua.!. 

quiera que sea la forma en que se manifieste, que afecte el pa 

trimonio del Estado, ya como compromiso, obligación, pago o a­

bono, y deberá ser sometido a la Corte de Cuentas, junto con - (, 

los documentos que lo justifiquen y antes de que pueda tener -

efecto alguno, para que lo examine, apruebe y registre". Esto \ 

significa, que sin la intervención previa de la Corte, los ac-/ 

tos de que se trata no producen efecto jurídico alguno.- ~ 
~/ 
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El sistema para la realización del control preventi-

vo es centralizado, c omo ya se manifestó anteriormente, pero 

esto s6lo en las relaciones externas de la Corte de Cuentas -

con los organismos de la hdministración Pública sometida a -

dicho . control. En cambio, internamente, el sistema 00 descen-

tralizado, ya que para la más expedita atención de los asun-

tos, el Presidente de la Corte puede designar interventores -

entre el personal de su dependencia, y delegar en ellos fun-

ciones de intervención preventiva. He aquí el procedimiento -

para ·esta clase de intervención: 

El Interventor que analiza los documentos relativos 

a gastos públicos, al notar que un acto es contrario a la ley, 

hace ver la supuesta ilégalidad a quien le hubiere sometido el 

acto. Si la autoridad actuante insiste en que el acto se tra-

mite, el Interventor eleva el asunto al Jefe del respectivo -

Departamento. Si a juicio prudencial del Jefe del Departamen-

to no hay ilegalidad en el acto, dicho Jefe ordena al InterveE. 

tor que le dé curso; en caso contrario, lleva el incidente a \ 

conocimiento del aeITor Presidente de la Corte.-

El Presidente puede ordenar que se dé curso al acto o I 
I 

rechazarlo por medio de nota motivada dirigida al funcionario 

de quien haya emanado el acto. Este último podrá ceder ante la 

oposkim de la Corte, o elevar el asunto al Ministro correspon-

diente, el cual podrá ordenar que el acto se revoque o modi~i~ 
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que, según el caso, o someterlo al Consejo de Ministros.-

ALCANCES DEL CONTROL PREVENTIVO 

Ya dijimos en párrafos anter iores ~ue el control pr~ 

ven~ivo tiende a prevenir o imped i r los actos de la Adminis-

traci6n que se consideren contrarios a la ley, ello podría dar 

lugar a creer que la oposici6n de la Corte a un acto de li ' na 

' turaleza indicada, impide en todo caso y de manera definitiva 

su ejecuci6n.-

Sobre este part i cular debo manifestar que las facul~ 

tades de la Corte de Cuentas de la República en taVsentido no 

son, ni podían ser, ilimitadamente efectivas, por haberse con 

siderado, por una parte, que las personas que ejercen la fun~ 

ción fiscalizadora son susceptibles de cometer errores en su 

apreciación de la legalidad o ilegalidad de los actos que so­

meten a su conocimiento; y por otra, que, demasiado a menudo, 

la realidad se revela contra las máo cu i dadosas previsiones -

del legislador más prudente, por 10 que no siempre la legali­

dad, la justicia y la conveniencia resultan coincidiendo en -

una mi sma situaci6n. Es indudable que, en determinadas circuns 

tancias, la aplicac i ón estr i cta de la Ley puede llegar a cons­

tituir inj~ticia extrema, según le/expresara el conocido aforie 

mo jurídico: Summún jus, summa injur i a.-

C6mo conciliar en tales cas o s las responsabilidades -

del Poder Administrador, obligado a realizar lo necesario p ara 

\ 
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cump lir los f i nes de l Estado, y laD del Organismo de Control, 

encargado de ver i ficar y asegurar la c o nf o rmi d ad a la ley de - ~ 

los actos adQinistrat i vosconcernientes a la Hacienda Pública? 

Repugnaría a la naturaleza de la Corte de Cuentas de 

la Re p ública, po r la clase de c ontrol j urídico que se le ha -

encoQendado, y anularía del t o do su eficiencia, si se atribuy~ 

ra al Presidente de la misQa, o a sus agentes, la facultad de 

determinar ad-l i b i tuQ cuáneo ha de cumpl i rse la ley, y cuánd o 

puede desobedecerse sin consecuenciaa.-

Semejante f~cultad sería e x cesiva para ser ejercida -

por una sola persona, por lo cual nuestra legislación constitu 

cional resuelve eVpro b lema en los tdrminos siguientes : 

Art. 129.- Siempre q ue un acto s onetido a con o cimien-

t o de la Corte de Cuentas, en el ejercicio de sus 

funciones legales, viole a su ju i cio alguna ley 

o reglament o en vig or, ha de advertirlo así a los 

funcionarios q ue se 10 comuniquen, y el acto da 

que se trate q uddará en s u spenso.-

El ejecutivo puede ratificar el act o total o pa~ 

cialnente, siempre que 10 considere legal, por -

J 
me d io de res o lución razonada tomada en Consejo - I 

I 

de Ministros y comunicada p or escrito al Presi-- , 

dente d e la Cor t e. Tal res o lución deberá ser p~-

blicada en el Diari o Of i cial.-
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La ratificaci6n, debid amente comunicada~ hará -

cesar la suspensi6n del acto, siempre que las -

observaciones de la Corte dqCuentas no consis­

tan en falta o insuficiencia de crédito presu­

puesto al oual deba aplicarse un gasto, pues, -

en tal caso, la suspensi6n debe mantenerse hasta 

que la deficiencia de crédito haya sido llenada. 

Está fuera de toda duda que un alto cuerpo colegiado, 

como 10 es el Poder Ejecutivo en Consejo de Ministros, tiene -

la suficiente respetabilidad y el necesario espíritu de res­

ponsabilidad como para dirimir los conflictos planteados por 

. la disparidad de criterios entre la Administraci6n y la Ofici 

na de Control. La resolución del Consejo de Ministros, ratifi 

cando total o parcialmente el acto objetado por la Corte de -

Cuentas de la República, obliga a ésta a cursarlo, relevándo­

la de responsabilidad. Se exceptúa eIkaso de que las observa­

ciones conswtan en la falta o insuficiencia de crédito presu­

p~to al cual deba de aplicarse un gasto, pues en tal caso ~ 

la suspensi6n del acto deberá ~antenerse hasta que se corrija 

la falta o deficiencia presupuestaria.-

Es de lamentarse, · no ohstante, que en las Constitu­

ciones de 1950 y 1952 se haya desnaturalizado notablemente es­

ta admirable instituci6n, al condici onar la facultad del ejec~ 

tivo para ratificar el acto cuestionado con la frase "siempre 
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que lo considere legal". En efecto, si el Conse jo de 111nis-­

tras s6lo puede ratificar el acto ¡¡cuando lo considere legal!!, 

y es innecesario decir que en ningún cas o considerará legal -

un acto realmente ilagal, en este caso, la intervención del -

Consejo de Ministros quedaría reducida a la de un simple tri­

bunal de grado, que únicamente resolvería los problemas que -

creara la falibilidad humana del Presidente de la Corte de -

Cuentas de la República, que puede equivocarse, naturalmente. 

Si el Consejo de Ministros estima q ue el acto es ilegal, de­

berá abstenerse de cursarlo, cualosquiera que sean las conse­

cuencias que de su omisión pueda derivarse para el Estado.-

A mi juicio, no parece tan reducida, tan estrecha, -

la intención del legislador constitucional. Para convencerse 

de ello, basta considerar que si hubiera querido lim i tar la -

facultad de ratificación del Ejecutivo en Consejo de Ministros, 

a los actos inobjetablemente legales, no habría hecho la ex­

cepción de los casos de falta o insuficiencia de crédito pres~ 

puesto a que aplicar un gasto. La excepción, en efecto, resul-

taría innecesaria, porque tales casos son tan ilegales como 

cualquier otro, y más todavía, puesto qu e contrarían el pre­

cepto constitucional que dispone que "ninguna suma podrá com­

prometerse o abonarse con carg o a fondos públicos, sino es den 

tro de las limitaciones de un crédito p resupuesto" (Articulo -

125 de nuestra Constitución Política). La amplitud del crite--

. ~ -- ----~ ~--------~"" 
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río del legislador sobre este particulnr está abonada, además, 

por la ~istoria del aparecimiento y desarrollo de esta institu 

ci6n en nuestro derecho positivo. En 1939, y posteriormente en 

1944 Y 1945, la disposici6n que re8u1aba esta materia aparece 

redactada así: "El Ejecutivo puede ratificar el acto total o 

parcialmente, por medio de resolución tomada en Consejo de -

Ministros y publicada en el Diario Oficial".-

De todos los actos que la Corte de Cuentas de la Re-

pdblica curse con base en el Decreto del Consejo de Ministros 

a que me refiero en párrafos anteriores,- deberá informarse a 

la Asamblea Legislativa (Artículos 132- C.P. Y 28 L. O.C.C.) 

Y, tal como ya se expresó anteriormente, la interven 

ci6n preventiva no tiene lugar con respecto a la géstión de los 

Institutos Autónomos, salvo unos p o cos q ue la tienen, por dis-

posici6n de sus propias leyes orgánicas.-

DISPOSICIONES LEGALES QUE SE REFIEREN A LA INTERVENCION PREVENTIVA 

No repetird aquí, las disposiciones constitucionales 

transcritas y comentadas en Capítulos anteriores, pues consid~ 

ro que los lectores de este trabajo, a la altura de estos pá-

rrafos ya las tienen en su mente, por lo tanto, solo repetird 

aquellas que considere absolutamente necesarias, a guisa de e-

jemplo mencionard las contenidas en el Artículo 128 y siguie~ 

tes de nuestra Constituci6n Política, tantas veces menciona-

dos en párrafos anteriores.-
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LEY ORGANICA DE LA CORTE DE CUENTAS DE LA REPUBLICA; 

Art. 20.- Las atribuciones de intervenci6n preventi­

va conferidas a la Corte se contraen únicamen­

te al patrimonio del Estado; y s610 por disposi 

ci6n lega.l expresa se extenderán a los demás pa_ 

trimonios mencionados en el incis020. del artícu 

lo anterior. 

Art. 40.- La Corte estará obligada a considerar los 

actos en que le toque conocer, únicamente desde 

el punto de vista de la ley.-

Esto no obstará para que en otros 6rdenes, emi­

ta su parecer o preste su colaboraci6n, cuando 

lo juzgue conveniente. 

Art. 50.- Número 1-) Autorizar toda salida de fondos 

del Tes oro Público, de acuerdo con el Presupue~ 

to; intervenir preventivamente en todo acto que 

de manera directa o indirecta afecte el Tesoro 

Público o al patrimonio del Estado y refrendar 

los actos y contratos relativos a la deuda públi 

ca.-

DE LA INTERVENCION PREVENTIVA 

GE NE RAL IDADE S 

Art. 240. La intervenci6n preventiva de la Corte tie­

ne por principal finalidad que los bienes sujeton 
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a su vigilancia y fiscalización, sean manejados 

con estricto apego a la ley y a los reglamentos 

e instrucciones emanadas de autoridad competen-

te; pero será permitid o al Presidente de la Cor 

te ejercer una razonable discreci6n en el ejer-
\ 
\ 

~ 
! 

cicio de dicha intervención preventiva, a fin de / 

evitar que su fiscalizaci6n deDore más allá de -

lo necesario las atenciones de la administra-- ) 

ci6n.-

Usando de la anterior facultad, el Presidente ce 

la Corte podrá pasar inadvertidas aquellas cues-

tiones de pura forma, que no afecten al fondo de 

los asuntos de que tiene que conocer y cuya omi-

si6n o modificación no reste autoridad a otros 

funcionarios, ni afecte la finalidad fundamen-

tal que tuvo la medida que estatuyó el trámite 

o la forma que se dispense o modEique; pero en 

ningún caso podrá el Presidente dispensar un re-

quisito establecido expresamente por disposicio-

nes emanadas del Poder Legislativo.-

Art. 25.- El Presidente de la Corte ejercerá la inter 

venci6n preventiva: 

a) Directamente; 

b) Por medio de los Departamentos Administrati-

vos que el respectivo Reglamento indique; 
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e) Por medi o de interventores designados por él entre 

el person al ~e su dependencia, o entre el personal 

de otros organismos del Estado; esto último s6lo -

cuando la ley 10 permita expresamente.-

Art. 26.- Cuando un Interventor notare que un acto es contra­

rio a la ley, hará ver la supuesta ilegalidad a qUi~1 

se 10 hubie~e sometido y sí éste insistiere en que 

el acto se tramite, el I ú terventor elevará el asun­

to al Jefe del respectiv o De partamento de la Corte. 

Si la ilegalidad no existiere, a juicio del Jefe -

de Departamento, podrá éste ordenar que se dé curso 

al acto. En caso contrario, llevará el incidente a 

conocim i ento del Presidente.-

El Presidente, a su vez, p odrá ordenar que se le dé 

curso al acto, o recusarlo por medio de no t a motiva 

da dirigida al funcionar i o de quien haya emanado.­

Si el expeditor fuere un Ministro de Estado, podrá 

ceder ante la oposici6n de la Corte o elevar el a-

sunto al Consejo de Ministros, para los fines que 

después se expresan. Si el funcionario expeditor -

no fuere un Ministro de Estado, podrá ceder ante la 

oposici6n de la Corte, o elevar el asunto al Minis­

tro corres p ondiente, el c ual podrá ordenar que el -

acto se rev o que o modif i que, según el caso, o some-
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terlo al Consejo de Ministros, para los efectos de 

ley.-

El procedimiento indicado en este artículo no impi­

de que el Presidente de le Corte d~ órdenes direc­

tas a los interventores.-

Art. 27.- El poder Ejecutivo en vista de las observaciones -

de la Corte y de las alegaciones que presenten los 

funcionarios interesados en que el acto se ejecute, 

podrá ratificarlo total o parcialmente,siempre que 

10 considere legal, por medio de resolución razona­

da tomada en Consejo de Ministros. Tal resolución 

una vez comunicada por escrito al Presidente de la 

Corte, hará cesar la suspensión del acto - y 10 obl i ­

gará a darle el trámite debido, salvo 10 dispuesto 

por el Art. 29.-

Art. 28.- Las resoluciones emitidan de conformidad con el ar­

tículo anterior, deberán ser publicadas en el Dia­

rio Oficial. El Presidente de la Corte al rendir -

su informe anual al Poder Legislativo le dará cuen­

ta de los actos cursados en las condicones indica­

das, y especialmente de aquellos en que no se ha-­

ya cumplid o el requisit o de publicaci6n en un t~r­

mino prudencial.-

Art. 29.- La recusaci6n de un acto por la Corte será irrevo-
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cable mientras el motivo Clue la 
L 

origina no desaparez-

ca, cuando éste consista en falta ° insuficiencia de 

cr~dito presupuesto al cual deba aplicarse un gasto, 

pues en tal caso, la suspensión debe mantenerse mien-

tras la deficiencia de crédito no haya sido llenada. 

DE LA INTERVENCION PREVENTIVA SOBRE EL INGRESO 

Art. 30.- La Corte podrá exigir que teda ~cto que implique -

un ingreso, incluso las liquidaciones de impuestos, 

tasas, precios, etc., se someta a su intervención 

preventiva. 

Para los efectos del inciso anterior, se entenderá 

que la Corte estima innecesari ~ s u intervención úni 

camente cuando así 10 haga saber expresamente.-

DE LA INTERVENCION PREVENTIVA SOBRE EL GASTO 

Art. 31.- Todo acto, cualquiera que sea la forma en que se -

manifieste, que afecte el patrimonio del Estado,ya 

como compromiso, obligación, pago o abono, deberá -

ser sometido a la Corte de Cuentas, junto con los -

documentos ~ue 10 justifiquen y antes de que pueda 

tener efecto alguno, para que 10 ex~mine, apruebe y 

registre. 

Art. 32.- Entre los actos a que se refiere el articulo ante--

rior, se consideran incluidos los siguientes, fuera 

de los otros que impliquen comproQiso, ob1igación~ 
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pago o abono: 

1-) Los acuerdos de nombra miento, de promoción, de l i 

ceneia, de pensión, de jubilación de montepío y de 

cualquier otro acto que o casione el pago de estipen 

dios u otras asignaciones ; y 

2-) Los contratos u órdenes para la entrega de merca­

derías,prestación de servicios, o conSrucci6n de -

obras. 

Art. 33.- Los acuerdos relativos a la destituci6n, separación 

o renuncia de los funcionarios o empleados, o cual­

quier otro acto que extinga relaciones patrimonia­

les o financieras entre el Gobierno y un particular, 

serán comunicadas a la Corte para que observe si -

reúnen los requisitos legales.-

DE LA INTERVENCION PREVENTIVA SOBRE EL PAGO 

Art. 34.- Ningún mandamiento de pago será de legítimo abono 

para los respectivos Pagadores, si no lleva el vi­

sado del Presidente de la Corte o de un Interventor 

debidamente autorizado para ello.-

Art. 35.- El Presidente de la Corte, o el Interventor, en su 

caso, estarán especialmente obligados a rechazar: 

1) Los mandamientos que se refieren a gastos que no 

persigan fines propios del s c=vicio interesado, 

o que no tiendan a satisfacer necesidades de ad-
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ministraci6n pública o de interés general; de-­

biendo entenderse que la e x istencia de una parti 

da en el presupuesto p ara determinado gasto, im­

plica el reconocimiento de que llena fines de -

tal calidad.-

2) Aquéllos emitidos sin que haya partida a donde -

aplicar correctamente el gasto, o respecto de -

los cuales, aun habiéndola, no exista saldo di~ 

ponible, no comprometido, suficiente para cubrir 

10.-

3) Aquéllos aplicados a una partida distinta de la 

que legalmente les está destinada; 

4) Aquellos acerca de los cuales no constare en al­

guna forma satisfactoria para los encargados de -

la intervenci6n, que las mercaderías o servicios 

a que los mandamientos se refieren, han sido de­

bidamente suministrados, en conformidad con los 

actos que hayan dado origen a las respectivas obli 

gaciones; 

5) Aquéllos que se refieran a negocios que no se hu 

bieren ajustado a las n~rmas legales, ya en su -

fondo, ya en su tramitaci6n; 

6) Aqu~llos que en cualquier forma sean consecuen­

cia de actos ilegales; 
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7) Aquéllos cuya liquidación sea inexacta o m~ni­

fiestamente injusta.-

El hecho de no haberse rechazado un mandamiento de -

pago con ocasi6n de su aprobación o intervenci6n por alguno 

de los motivos que se mencionan en los numerales del 1) al -

7) del presente artículo, no impedirá a la Corte ordenar a 

la oficina pagadora correspondiente, se abstenga de pagar un 

mandamiento de pago ya legalizado o un cheque ya emitido, -

sea éste de transferencia o de pago, cuando con posteriori­

dad a la aprobaci6n o intervenci6n del gasto se comprobar e 

que dicho mandamiento debió haberse rechazado con fundamento 

en cualquiera de los siete ~umerales aludidos.-

Art. 36.- La Corte podrá admitir la justificaci6n del 

mandamiento con posterioridad a su visado, 

en los siguientes casos, siempre que prA ce~ 

da 1drespectiva reserva de crédito: 

l)en los previstos expresamente en la ley; 

2)en cualquier otro en que el negocio sea 

materialmente imposible sin la concesi6n 

de un anticipo.-

En los casos del numeral dos, no se cursará 

ningún anticipo por suma mayor de diez mil 

colones en cada negocio, ni a favor de per­

sona que no haya rendido fianza, salvo dis-
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posici6n contraria de la ley.-

Art. 37.-Cuando la persona que reciba un anticipo -­

para hacer pagos por cuenta del Gobierno, 

de Instituciones aut6nomas o de empresas -

oficiales, no tuviere de man ' ~a permanente 

la calidad de manejador de fondos, adquirí 

rá esa calidad respecto al anticipo que se 

le otorgue, en cuanto 10 recibiere y que­

dará sujeto a juicio de cuentas, como cual 

quier otro manejador de fondos.-

Art.38.-Siendo la Corte el organismo al que constitu 

cionalmente corresponde la fiscalización de 

la gesti6n de la Hacienda Pública y de la -

ejecuci6n del Presupuesto, con independen­

cia del Poder Ejecutivo, a ella misma co-

rresponderá autorizar e intervenir sus ga~ 

tos y pagos conforme a la ley; pero estará 

obligada a dar un informe anual al Ministro 

de Hacienda sobre la ejecuci6n del r~cmo. 

Dicho Ministerio dará cuenta a la Asamblea 

Legislativa, de las observaciones que esa -

cuenta mereciera.-

El Presidente de la Corte estará obligado a 

dar al Ministerio de Hacienda cuantos datos, 
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documentos e informes le pidiera para el -

cumplimiento de este artículo.-

COMO SE REALIZA EN LA PRACT!CA LA APLICACION DE LAS DISPOSICIO 
NES LEGALES TRANSCRITAS 

El control preventivo que la Constituci6n Política, -

en la fracci6n segunda de su Art. 123, confiere a la Corte de 
Previo 

Cuentas, 10 realiza por medio del Departamento de Control/del 

Presupuesto, principalmente, y comprende dos aspectos de la -

gesti6n hacendaria: en primer lugar, un control preventivo --

sobre la ejecuci6n del Presupues~o, concepto que corresponde 

a la siguiente expresi6n de b disposici6n constitucional men 

cionada: IIAutorizar toda salida de fondos del Tesoro Público, 
"-

de acuerdo con el Presupuesto;" y, en segundolug~r, un control 
-~ --

también previo sobre la gesti6n del Tesoro Público y del Patri 
. ~. 

mo~io __ ~el Estado, lo que está indicado por la disposici6n con~ 

titucional citada, con estas palabras : "intervenir preventiva-

mente en todo acto que de manera directa o indirecta afecte -

al Tesoro Público o al Patrimonio del Estado, y refrendar los 

actos y contratos relativos a la deuda pública".-

Sin embargo, ese control está sujeto a ciertas limita 

ciones que establece la Ley Orgánica de la Corte de Cuentas -

de la República, la que al desarrollar el precepto constitu-

cional referido en el párrafo anterior, prescribe en el Art. 

20. transcrito en el subtítulo anterior, que las atribucio--

nes de intervenci6n preventiva conferidas a la Corte se con-

, -

--., 

'Y 
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traen únicamente al patrimonio del Estado; y que s6lo por di~ 

posición legal expresa se extenderán a los demás patrimonios 

. "\ 
mencionados en el inciso 20. del artículo anterior, patrlmo-

nios que están señalados por esta última dispo~ción como los 
" 

pertenecientes a los establecimientos públicos, entidades ofi 

ciales autónomas y corporaciones de derecho público.-

Por las razones expuestas, Os como el control preven-

tivo que la Corte ejerce en materia presupuestal, se refiere 

únicamente al Presupuesto del Fondo General, por ser tal pre-

supuesto el ,que corresponde a la Administración Central del 

Estado, y si bien controla preventivamentB; . los pre?_~I2..1,l.~ .ª_to~ .... .. - . -' .~-

especiales de algunos Institutos Aut6nomos, ello es por ex-
~ . -

cepción y por estar dispuesto así en las respectivas leyes -

or~~nicas de .. csaa Instituciones~-

En lo que se refiere al control preventivo de los ac-

tos que afectan al Tesoro Público y al Patrimonio del Estado, 

la Corte de Cuentas lo ejerce, con las limitaciones ya dichas, 

en cuanto al patrimonio estatal, que está considerado como -

el perteneciente a la Administración central, a través de va-

rios de sus Departamentos. Pero, tal como lo dije anteriormen 

te, primordialmente por medio del Departamento de Control Pre 

vio del Presupuesto, pero también otros Departamentos se ocu-

-
pan de este control, así, el que se refiere a devoluciones de 

ingresos y a los gastos que afectan a los Fondos de Activida-
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des Especiales, está a cargo del Departamento de Control de -

Colecturías, Pagadurías y Almacenes; el que recae sobre los 

actos que afectan al patrimonio, corre a cargo del Departamen 

to de Auditoría; el que trata de la liquidación de los irr les 

tos aduaneros lo desempeña el Departamento de Control Aduane­

ro; y, finalmente, el relativo a a quellas Instituciones Autó­

nomas, cuyas propias leyes de creación las someten al control 

previo, es de la competencia del Departamento de Control de -

Instituciones Descentralizadas. Sobre los últimos Departamen­

tos mencionados, más adelante hablaré de la intervención preve~ 

tiva encomendada a cada uno de ellos, por ahora, continuaré -

con el Departamento de Control Previo del Presupuesto; no sin 

antes manifestar que respecto a la distribución del control -

preventivo entre varios Departamentos de l~ Corte, que al ha­

cerlo así se han tomado en cuenta las ventajas que resultan -

de la división del trabajo. Es así que a cada Departamento -

que está especializado en determinado aspecto del control, se 

le ha agregado a su labor ordinaria algo más que, por referiE 

se a materias con las que ya está familiarizado, lo desempe-

ña con mayor rapidez y eficacia de lo que lo habría sido si -

la intervenci6n preventiva toda se hubiere centralizado en un 

solo Departamento. La realidad ha correspondido a lo previsto, 

y así todos esos Departamentos cuya función principal consis­

te en ejercer un control posterior, menos el de Auditoría que 
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se ocupa de intervenir la contabilidad gubernamenta1 5 han de­

sempeñado en forma conveniente la parte a ellos encomendada 

sobre el control preventivo.-

Después de las breves e x plicaciones anteriores, -

destinadas a precis a r los fundame nt os y alcances de la inter 

vención preventiva q ue corresponde a la Corte de Cuentas de 

la RepGblica, me permito manifestar que, por lo expuesto, el 

presente subcapítulo pe referirá a esa intervención, en 10 , ­

que correspond~ al Presupuesto del Fondo General, labor que 

como ya lo dije a n tes, está encomen dada al Departamento de -

Control Previo del Presupuesto.-

La intervención indicada recae sobre los egresos 

(gastos e inversiones) y comprende, de acuerdo con la Ley Or­

gánica de la Corte, el con~rol sob r e el gasto y el control so 

bre el pago, este últ i mo ejercido por disposici6n de la misma 

ley, únicamente sobre la ordenaci6n del pago. Esto es así -

porque el acto mate r ial del pago es objeto del control post~ 

rior.-

El control recae sobre t oda erogaci6n, desde el -

i nstante mismo en que se concreta e n un acto que afecta al -

presupuesto. Es 10 que en términos fiscales se conoce como 

la reserva de crédito, mediante la cual, se toma cierta can­

tidad de una asignac i 6n presupuestaria, que será utilizada, 

después, para el pago de la obl i gaci6n que está por contraer 
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se. El control empieza pues, con la constitución de la reser~ 

va de crédito y prosigue a medida que se desarrollan los ' ac­

~os ~eculminan con la ordenación del pago, siendo su obje­

to el de verificar, por una parte, que la erogación se encu8n 

tra dentro de las limitaciones presupuestales, y por otra, -

que en su proceso se h~ado cumplimiento a las disposicio-- ' 

nes legales que rigen en materia de gastos públicos.-

Ese control que, al parecer es cosa sencilla, ofre 

ce ya en la práctica incontables problemas, que obedecen a -

los distintos puntos de vista de los encargados del control 

y de los administradores.-

Naturalmente, es preciso que el personal que ejeE 

ce el control tenga la suficiente preparaci6n para que pueda 

actuar con eficiencia y eficacia. Es solo con esa prepara-­

ci6n que puede apreciarse con bue u criterio los problemas -

administrativos y darles la solución debida. Por otra parte 

hay que tener siempre en mente, que siendo la Administraci6n 

Pública la responsable de la buena marcha del Estado, debe -

prestársele toda la cooperaci6n que sea posible. Para ello, 

los empleados de la Corte de Cuentas necesitan agregar a sus 

abundantes conocimientos una larga e~periencia que solo pue­

den adquirir en el trabajo. Y s6lo entonces estarán en condi 

ciones de rendir una buena labor.-

Otro factor que debe concurrir para la buena mar-
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che del control preventivo está constituido por los Administra 

dores, los que, e su vez, deben conocer los principios admi-­

nistrativos y, más que todo, estar compenetrados de qu~ la 

gesti6n a ellos encomendada está subordinada a la ley.-

El Departamento de Control de Colectur!as, Pagadu­

rías y Almacenes, fuera de su funci6n meramente interventora 

de cuentas (control a posteriori), desempeña otras de fiscali 

zación general. Entre ellas, ejerce control preventivo sobre 

las devoluciones de ingresos solicitadas por personas que 

pretenden haber pagado al Fisco más de lo debido; también e­

jerce esa misma clase de control en relaci6n a los gastos que 

afectan los Fondos de Actividades Especiales; y, finalmente, 

conoce de los problemas a que da lugar la recaudaci6n y ero­

gación de fondos de la Administraci6n Central.-

El Departamento de Control Aduanero ejerce control 

sobre los actos de liquidación de los Impuestos de Importa-~ 

ci6n y Exportación, 10 mismo que de las tasas y demás contri 

buciones con ellos relseionados. DentDo del conjunto de los 

ingresos que constituyen el valor activo de nuestras finan-­

zas públicas, los impuestos indirectos ocupan el lugar más -

dast8cado, figurando entre éstos los derechos aduaneros como 

los de mayor rendimie n to.-

Siendo que los indicados Impuestos de Importaci6n 

y Exportaci6n representan un porcentaje elevado de los recur 
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sos del presupuesto, ou control debe ser tal, que mediante -

él, se consiga, hasta donde es posible, hater afluir al Teso 

ro Público el producto íntegro de los mismos.-

Esto es lo que la Corte se ha propuesto al dispo­

ner que el control a aplicarse a loa derechos aduaneros, se­

ría una combinación de los controles previo y posterior. Ese 

control combinado corresponde a la etapa de la liquidaci6n 

de los citados impuestos, la que con stituye el acto previo a 

su recaudación, no recayendo sobre enta última, que @s contro 

lada a posteriori por el Departamento de Control de Colectu­

rías, Pagadurías y Almacenes, ya mencionado.-

El control previo sobre los actos de liquidación 

es practicado por los Delegados de l~ Corte de Cuentas que 

actúan en las Aduanas y Delegaciones de Aduana, quienes e-­

fectúan su intervenc:i.6n por medio de un examen de l'visu Vi
, que 

tiende a verificar la corrección de los documentos respecti­

vos, el peso y clase de las mercaderías y su clasificación -

en la Tarifa de Aforos, sin entrar a comprob4r las operacio­

nes ar:tméticas que son efectuadas únicamente por los Conta­

dores Vistas de la Dirección General de la Renta de Aduanas, 

y, por los examinadores de la propia Corte pero ya en el con 

trol a posteriori.-

Además del control previo sobre los actos de li~ui 

daci6n de los derechos aduaneros, el Departamento de Control 
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Aduanero, ejerce cont~ol de esa misma naturaleza sobre diver-

sas actuaciones de la Dirección General de la Renta de Adua-

nas, tales como franquicias, devoluci6n de ingresos, asimila-

ci6n de aforos, notas de pedido, etc.-

El objeto ue ese control es el de comprobar si las 

actuaciones indicadas están ceñ i dac a la ley. De ser ello a--

s1, el Departamento les de su aprobaci6n. Lo cont~ario sucede 

al notarse que adolecan de ilegal id a des, pues entonces son -

devueltas a la Direcc i 6n Genera l d e la Renta de Aduanas, con 

nota, en la que la Corte señala los mot i vos de orden legal -

que le impiden darles su aprobac i 6 n .-

El Departamento de Con t rol de Instituciones Deseen 

tralizadas ejerce intervenci6n preVf ~tiva, tal como se ha d i-

cho anteriormente, e n tres Institucio nes Descen t ralizadas, t~ 

les C f)"-t : Instituto el e Vivienda Urbana, Fábrica de Hilados y -

Tejidos de San Miguel, y el Insti tu to Regulador de Abasteci-

mientas, respecto de los cuales se ejerce control previo, -

por disponerlo as! sus propias ley. es de creaci6n.-

NOmina de documentos y actuaciones sometidas al Control Previo: 

Ordenes de Suministro 

Contratos 

Resoluc i o nes 

Ordenes d e Fago 

Cartas de Crédito 
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Tramitaci6n de deudas a favor de personas fallec id as 

Autorizac i ones var i as 

Solicitud es de Reintegros 

Acuerdos de Nombramient o s 

Acuerdos de Traslados 

Acuerdos de Licencias 

Reservas de Crédito 

Anticipos 

Planillas de s u eldos 

Planillas para el pago de arrendamientos varios 

Transferencias de Créd it os 

Transferencias de Fondos 

pensiones, Jubilaciones, Montepíos Militares y Ci 
viles 

Control ' de firmas de funcionarios y empleados pd­
blicos 

Autor i zac iones a favor de Instituciones de Créd i to 

Ajustes de Cuotas presupuestarias 

Au t ori z ac i ones para firma r y cobrar por cuen t a -
ajen a 

Planillas y Cheques para el pago de Pensiones, Ju 
bilaciones y Montepíos, t anto civiles como milita 
res, etc.-

Además, el Departamento de Auditoría de la Contabi 

lidad Central, ejerce funciones de control preventivo, sobre 

los actos que, no can alizados por la v í a del presupuesto, a-
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fectan a la Hacienda Pública, tales como los préstamos de un 

Fondo a otro, las transferencias de valores entre distintos 

Fondos, los movimientos de inventario, etc.-

Extraftará a los lectores de esta tesis doctoral -

que, en ningún mome~t o he tratado de dar una interpretaci6n 

exagética a las disposiciones legales referentes a la inter­

venci6n preventiva ejercida por la Corte de Cuentas de la Re 

pública, tal como hubiera sido de esperarse, pero ello obede 

ce al prop6sito fundamental de este mi trabajo, tal es, el -

de tratar de demostrar que de conformidad con los conceptos 

modernos relativos a la concepci6n del Estado en relaci6n -

con el Control Fiscal; y, a lo inconveniente e impráctico -

que resulta el actual sistema de clasificaci6n del Control 

Preventivo realizado por la Corte de Cuentas, es neceszrio 

una reforma casi total, por no decir, completa, de las dis­

posiciones legales mencionadas, principalmente, las relati­

vas al control previo sobre los Egresos (Gastos), Título de 

esta Tesis. A ello va encaminada el siguiente y último Cap! 

tulo.-
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CAPITULO SEXTO 

EL ESTADO MODERNO Y LA FISCALIZACION SUPERIOR 

Lo que a fines del siglo pasado y a principios -

del presente, parecía solamente una magnificaci6n de las -­

funciones contingentes o relativas del Estado, se ha trans­

formado últimanete, como consecuencia no s6lo de un nuevo -

concepto de su misión social, política y econ6mica, sino de 

las presiones incontrastables de los problemas característi 

cos de nuestra époc a , en una suces i va e incontenible ampli~ 

ci6n del hacer estatal, que, independientemente de talo 

cual intenci6n socializante, ha venido invadiendo o se ha -

visto constreñido a invadir, nuevos campos de acci6n que 

antes se creían exclusividad del esfuerzo privado, o, lo que 

es más, en los que ni siquiera el esfuerzo privado había in­

tentado penetrar.-

Es así como, después de esforzarse por satisfacer 

mejor ciertas necesidades generales, como la salubridad, la 

higiene, la instrucci6n pública, la beneficiencia, multipli­

cando y perfeccionando los organismos y mecanismos destina-­

dos a atenderlas, el Estado ha pasado a fomentar más y más -

ampliamente, la cultura, las industrias, las artes, el comer 

cío, la economía en general, y ha entrado de lleno a desarro 

llar actividades y cumplir misiones abandonadas antes a la -
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iniciativa privada, convierti~ndose virtualmente en indus--

trial, comerciante, financiero. Es constructor y vendedor o 

arrendador de habitaciones; produce y distribuye energía el~~ 

trica; construye y administra puertos; comercia en abasteci-

mientas; es banquer o ; es asegurador; importa y exporta merc~ 

derías; etc.- El hecho es que el E st ado contemporáneo se de-

dica a una diversidad de actividades que no s~n original o -

específicamente estatales, las que realiza de modo directo, 

por medio de los organ ismos tradicionales de la Administra--

ci6n Central, o, más generalmente, de modo indirecto, encar-

gando su realización a organismos estatales más o menos autó 

nomos, o a empresas mixtas, o aun privadas. Este fen6meno, 

que es característico de la ~poca actual y se presenta en -

Estados de la más disímil organización política, tiende más 

bien a aumentar que a disminuir.-

Cualquera que sea la justificación de esta tenden 

cia,es lo cierto que ella obliga a la reflexión y al análi-

s1s. En primer lugar, por cuanto exige inversiones ~ ~ maS y mas 

cuantiosas, es causa de la ipertrof i a de los gastos a cargo 

del Estado, hasta más allá de límites que ya antes parecían 

desmesurados. En segundo lugar, y como efecto inmediato de 

lo anterior, surgen los problemas - algunos de incial e inne 

gable importancia jur1dico-administrativa-, de la determina 

ci6n de la naturaleza de la nueva actividad y de los gastos 
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para ella necesarios; la posible inclusión de estos últimos -

en el Presupuesto del Estado; y, finalmente, el de su fisca­

lizaci6n o control por los órganos que fiscalizan o controlan 

la Hacienda Pública.-

Es una realidad innegable la de que tales activi­

dades extraestatales gravitan, ya directamente, ya indirecta 

mente, sobre el Patrimonio público.-

En efecto, para avocarse con posibilidades de efi 

cacia la nueva actividad, el Estado ~ecesita disp oner de re­

cursos económicos para invertirlos en ella, sin participación 

extraña o en colaboración con la empresa privada. En una u -

otro caso, se procura los recursos necesarios, ya apartando 

bienes de la masa común del Patrimonio Público, ya afectan­

do parte de los fondos públicos a aquella actividad, ya crea~ 

do a su favor, en ejercicio del poder impositivo, contribuci~ 

nes específicamente destinadas a ella, o ya propiciando la -

obtención de los recursos indispensables por medio del cr~­

dito público. En cualquiera de esas maneras que proceda, o 

en cualqmera otra en que le sea posible proceder, es indu­

dable que el Estado esta haciendo uso de los recursos públi 

cos, y, en consecuencia, está incurriendo en gastos o inver 

siones públicos.-

Puédese afirmar entúnces, que cualquiera que Rea 

la naturaleza de la nueva función estatal, -comercial, in--
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dustrial o financiera, en la más amplia significaci6n de esta 

palabra-, y por muy diferente que en su esencia parezca de -

las funciones tradicionales del Estado, su realizaci6n impli 

ca actividad administrativa, con sus características distin-

tivas si se quiere, pero perfectamente asimilable. a la acti-

vidad administrativa convencional del Estado. Más adn, hasta 

podría economizarse el analista de la nueva funci6n en busca 

de su naturaleza íntima, si se cons i dera que siendo ella 

realizada por el Estado, la activi d ad administrativa que e-

lla supone es, pura y simplemente, actividad administrativa 

estatal.-

As! pues, es necesariqinvestigar si esa actividad 

administrativa-estatal que se traduce inevitablemente en gas 

tos pdblicos, debe incluirse en los planes o programas de -

acci6n gubernamental, y si, en dltimo término, esos gastos 

deben figurar en el Presupuesto Nacional y ser sometidos al 

Control respectivo.-

La sola consideración de que aquellos actos, aun-

que a menudo no son característicamente estatales, de todos 

modos son ejecutados por el Estado, o bajo su impulso, pare-

ce suficiente para pronunciarse en el sentido de que han de 

estar sujetos a los principios y procedimientos que rigen el 

hacer estatal~.Y no 8610 debe ser así por razones 16gicas, 

sino además por motivos de la más estricta conveniencla.-



Se impone, pues, la ne~esidad de integrar todaB -

las actividades del Estado en planes generales de acci6n, en 

los que cada grupo de actividades parciales sirva, al propio 

tiempo que sus objetivos propios, l o s grandes intereseD gen~ 

rales perseguidos p or el Estado. Esa planificaci6n de conjun 

to que tiende a integrar todas las actividades del Estado e n 

planes generales de acci6~ en los que cada grupo de activida 

des parciales sirva,al propio tiemp o que sus objetiv o s p~o--

pios, los grandes intereses generales perseguidos po~ el Es-

tado. Esa planificaci6n de conjunt o que tiende a integrar en 

un plan de acci6n ge ne ral los planes de las diversas activicla 

des parciales, tiene una expresi6n concreta en los presupues-

tos nacionales. El p resupuesto es a la vez ~n plan financier o 

y un programa de acci~n administrativa; pero sobre todo, es 

un instrunento político, que condic i ona y circunscribe el -

hacer estatal. No se concibe que como plan financiero, pro-

grama de acci6n e instrumento político, quede fuera de su -

esfera alguna parte de la actividad estatal. No obstante, -

aunque en teoría esta conclusi6n es inobjetable, la amplitud 

con que ella se lleva a la práctica depende absolut amente de 

la organizaci6n jurídica de cada pa1. s.-

En los países en que el Basto o el compromiso (r~ 

serva de crédito) de fondos públicos est~ legalmQute subordi 

nado a la existencia de un crédit o presupuesto aprobado por 
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el Poder Legislativo, la inclusión de todos los gastos pdbli-

cos, de cualquier clase ~ue sean, en el Presupuesto Nacional, 

es ineludible. El problema se reduce en tales países a cues-

tiones de detalle, y~ especialmente, a determinar s i debe 

existir un solo presupuesto (Presupuesto consolidado) para -

los ingresos y gast os del sector p6blico , comprendiendo tan-

to las funciones tradcionales del Estado -absolutas y rela-

tivas-, como las de extensi6n con que modernamente promueve 

y fomenta el desarrollo moral, intelectual y econ6mico del 

grupo social, o, si por el contrario, amén de figurar glo-

balmente en el Presupuesto del Fondo General las asignacio-

nes destinadas a los objetivo s últimamente c itados, debe exi~ 

tir un presupuesto especial para cada uno de esos objetivos 

en detalle. 

Difícilmente pueden darse reglas teóricas de apli 

caci6n general para resolver ese dilema. Tales reglas parecen 

depender de las circunstancias de cada país y cada época. So-

bre este particular, el presente trabajo ee limitará a con--

signar más adelante la forma en que ha sido resuelto este -

problema en El Salvador.-

Ahora bien, es únánime la opinión de que las Enti 

dades Fiscalizadoras de la Hacienda Pública deben controlar 

esas actividades de extensi6n y fomento del Estado. La raz6n 

resulta obvia, pero no solamente por el hecho de q7<e las ta-
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les actividades se reflejan o deben reflejarse en el Presu-­

puesto General o en Presupuestos Es p eciales, sino, esencial­

mente, por el hecho mismo de que .e11as comprometen o afectan 

en alguna forma directa o indirectamente el Patrimonio Públi 

co.-

Las posibles discrepancias surgen más bien cuando 

se trata de adoptar los sistemas aptop i ados para llevar a ca 

bo aquella fiscalizaci6n. La soluci6n depende en gran parte 

de la que se d~ a otra cuesti6n previa, la de la determina-­

ci6n de los sistemas de contabilidad que deben adoptarse. -

¿Conviene o es posible un sistema i n tegral de contabilidad 

para todas las actividades del Estado, incluyendo las finan­

cieras, comerciales e industriales? Si se atiende a que algu. 

nas de las actividades estatales, la mayoría de ellas, se -

real~zan y deben realizarse sin intenci6n de lucro, pero -

que otras de ellas, p or su naturaleza, persiguen y deben -

perseguir utilidades, 8e advertirá lo difícil del problema, 

ya que una cosa es determinar el costo de los servicios pa­

ra esta~lecer si se 9stán prestando con economía, y otra co 

sa es la investigac i 6n de los costos, como determinantes -

de ganancia o pérdida. No cabe duda alguna de .que los méto­

dos de contabilieBOi6n tienen que ser diferentes en uno y -

otro caso; y aun puede agregars~ que esos métodos deben va­

riar de una a otra l ámpresa pública, según las caracte~ísti-
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cas particulares de sus respectivcs actividades~-

Por otra parte, aunque sería ideal poder presentar 

un informe integral de todas las actividades del Estado, par~ 

ce razonable dudar de si ello es posible e, inclusive, si es 

conveniente. En efect o , así como l a inclusi6n de los recursos 

y gastos de las actividades es descentralizadas en el presu­

puesto general puede hacer de éste un documento confuso y -­

complicado, la integraci6n de la contabilidad de todas las -

actividades del Estado indistintamente, y, la consolidaci6n 

de los balances de las actividades descentralizadas en el -

balance general de la Hacienda Pública, pueden plantear pr~ 

blemas de orden técnico; muy difíciles de resolver, lo cual 

proviene de las diferencias sustanciales que existen entre 

las diversas actividades del Estado. El hecho, por citar o­

tro, de que en un gran número de actividades estatales no -

pueda haber intención de lucro, y al contrario, en otras -

sí deba perseguirse utilidades, es diferencia fundamental­

mente suficiente para justificar la adopción de sist~mas di 

ferentes de contabilidad y de presentaci6n de los balances.-

Acaso la soluci6n ~c1éctíca ideal sería la de dar 

a cada uno de los órdenes de actividades el tratamiento con­

table más acorde, sin perjuicio de que debe intentarse canso 

lidar en el balance general del Estado los balances parcia­

les de los organismos descentralizados, en tal forma que sus 
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adecuados, de manera que no se confundan con los que corre • . 

pondan al Gobierno Central.-

Lo propio puede decirse de los sistemas de con-

trol. Evidentemente, los que se adopten para la Administra-

ción Central, pueden no ser -y demasiado a menudo no 10 

son- aplicables a las administraci ones descentralizadas, y 

los que sean convenientes para unas de éstas, posiblemente 

no 10 ~ean para las otras. No pudiend o en esta materia esta 

blecerse un justo medio, 10 más p rudente e indicado es sorne 

ter cada actividad a la clase de control que más convenga -

a su naturaleza, en igual forma que atendiendo a esa natura 

leza se decide la _lase de adminis traci6n, centralizada o 

descentralizada, que deberá tener, y, en su caso, el jrado 

de autonomía que de (lebe concedérsele.-

Más difícil es a menudo decidir, si el control -

de las actividades más o menos descentralizadas, debe ser -

previo o a posteriori. Se ha querido sostener como regla gen.=. 

ral, que ellas no deben ser sometid as en ningún caso al con-

trol previo, ign orando sin duda que en la realidad, eS8 cla-

se de control ha funcionado y func iona con indu4able efica-

cia y sin mayores inconvenientes, en algunas instituciones 

aut6nomas. El valor d e esta expert$ncia movi6 sin duda al -

Primer Congreso Latinoamericano de Entidades Fiscalizadoras~ 
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celebrado en Caraeaa en septiembre-octubre de 1963, a apro-

bar la siguiente rec o mendación; 

CUARTO: I¡ ,::t ue el control previo debe ejercerse en 

los organismos descentralizados plena-

mente; con las limitaciones yexcepcio-

nes, que a ju i cio de las Entidades Fis-

calizadoras sean convenientes dadas la 

naturaleza, localización y objeto del -

Establecimiento descentralizado, para -

e 1 más eficaz logro de su mis i6n 11. -

No puede negarse que ciertas actividades, como -

las propiamente financieras: Bancos> Instituciones de Crédi 

to, etc., ofl'ecen particular~dades que dificultan el funci~ 

namiento de los sistemas de control convencionales, pues e-

llas deben de caracterizarse princ~palmente por su agilidad, 

rapidez y oportunidad. ¿pero c6mo olvidar que tales institu 

ciones funcion~n con dineros públicos ? En los institutos de 

crédito estatales cobra mayor cer t eza aquella definici6n hu 

morística ·de que "los negocios bancarios son los que se ha-

cen con el dinero ajeno ll
, porque aun su propio capital, sus 

reservas, sus utilidades, son públicos, y por ser públicos 

no son de persona alguna. Resulta ineludible, por tanto~ 50-

meterlas a algún género de control que no embareee sus oper~ 
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ciones, pero que sea efectivo. Lo mismo puede afirmarse, -

aunque en menor grado, de muchas o tras actividades comer­

ciales e industriales.-

Bien, he llegado al final de la parte ex positi 

va de mi tesis, ahora vamos a ent ~ar al campo de las con­

clusiones.-
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CAPITULO SEPTIMO 

CONCLUSIONES 

a-) Reformas Constitucionales: 

la.) La e~~presi6!1 "CONTROL FISCAL n es la que más armoni ·· 

za con la natural~za de la materia en estudio y con 

la terminología jurídica y doctrina latinoamericana; 

y quizá con la terminología y doctrina universales. 

Por lo tanto, al presentarse la oportunidad de una 

reforma constitucional, bien valdría la pena prop~ 

ner que el primer inciso del Art. 128 de nuestra -

Constituci6n Política se reformara así: 

Art. 128.- El control fiscal de la Hacienda Públi­

ca en general y de la ejecuci6n del Presupuesto en 

particular, estará n cargo de un organismo indepe~ 

diente del Poder Ejecutivo, que se denominará Cor­

te de Cuentas de la República, y que tendrá las si 

guientes atribuciones: el resto del artículo conti 

nuaría sin modificaciones. 

2a.) Como las facultades conferidas a la Corte de Cuentas 

de la República no son, ni podían ser, i1imitadame~ 

te efectivas, al presentarse la oportunidad de una 

reforma constitucional, tal como 10 he manifestado 

en el numeral anterior, seria conveniente aclarar 
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el Art. 129 C.P. pero solo en 10 referente al inci­

so 20. el cual debería redactarse así: 

Art. 129, inciso 20. El Ejecutivo puede ratificar 

el acto total o parcialmente, por medio de resolu­

ci6n razonada tomada en Consejo de Ministros y co­

municada por escrito al Presidente de la Corte.Tal 

resoluci6n deberá ser publicada en el Diario Ofi­

cial. El resto deUartículo continuaría sin modifi-

caci6n.-

b) Reformas a la Ley Orgánica de la Corte de Cuentas de 

la República : A través de la lectura de los Capitu­

los que integran este trabajo, el lector ya habrá -

advertido que no se ha ~ódido demarcar con meridiana clari­

dad el campo por donde comienza la intervenci6n preventiva -

sobre el gasto, ni d onde comienza la intervenci6n preventiva 

sobre el pago, esto . es en 10 que se refiere a la práctica de 

la intervenci6n realizada por la Corte, pues bien, la verdad 

es que tal como ha quedado demostrado, sobre el pago no hay -

intervenci6n preventiva, tal como también sucede con el ingr.=. 

so, por 10 tanto, los capítulos referentes a la Intervenci6n 

Preventiva conferida a la Corte, no s6lo son imprácticos sino 

inconvenientes, por lo tanto sugiero que el Título II de la 

Ley Orgánica de la Corte se redacte así: 
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TITULO 11 

DE LAS FUNCIONES ADMINISTRATIVAS 

Capítulo 1 

DE LA INTERVENCION PREVENTIVA 

Art. - La intervención preventiva tiene por objeto prevenir -

y evitar que se realicen operaciones en exceso de 

las autori z aciones conteni¿as en el Presupuesto o 

cualquier acto ilegal de o rden financiero, que de ma 

nera directa o indirecta afecte al Tesoro Público o 

al Patrimonio del Estado.-

Corresponde al Presidente de la Corte ejercer 

las funciones de intervención preventiva, directa­

mente o por medio de interventores designados en­

tre el personal de su dependencia, o de otros or­

gan ismos del Estado cuando la ley le permita. 

En el e j ercicio de las funciones mencionadas el Pre 

sidente puede hacer uso de una razonable discreci6n, 

procurando que el control no demore más allá de 10 -

necesario el normal desenvolvimiento de las activi­

dades de la Ad ministraci6n Pública . En consecuenc ia, 

queda facultado para dispensar requisitos de forma -

que no cont~aríen dispos i c i ones expresas de la Ley. 



Art.- Cuando un act o so~tido a intervención preventiva, esti 

me la Corte que no se cille a las disposiciones de la 

ley, hard las observaciones del caso y 1as comunica­

rá al funci onario ordenc do r del mismo. El acto queda 

rá en suspenso y si las observaéiones de la Corte -

son atendidas, no se cursará a menos que se subsane 

el motivo de la suspens ión . Si el funci onario ordena 

dar del acto insistiere en que éste se tramite y le 

Corte no estd de acuerdo c on sus alegaciones. dicho 

funcionario puede elevar el asunto a la considera­

ción del Po d er Ejecutivo, r se procederá eh la for­

ma prescrita en el artículo siguiente.-

Art.- El Poder Ejecutivo, en vista de las observaciones de la 

Corte y de las alegaciones que se presentan a efecto 

de que el acto se ejecute, podrá ratificarlo total 

o parcialmente, por medio de resolución razonada 

tomada en Consejo de Ministros. Tal resolución de­

bidamente comunicada por escrito al Presidente de 

la Corte, hará cesar la suspensión del acto y lo -

obligard a ordenar su tramit ac i 6n, salvo lo dispues 

to en el inciso tercero de este artículo.-

Las resoluciones emitidas de conformidad 

con este articulo, serán publicadas en el Diario ü 

fieial y el Presidente de la Corte dará cuenta al 
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Poder Legislativo, al rendir su informe anual, de 

los actos cursados en las condiciones indicadas.-

La recusaci6n de un acto por la Corte será 

irrevocable mientras el motivo que la origine no 

desaparezca, cuando éste consista en falta o i nsu 

ficiencia de créd ito p ~esu~ uesto al cual deba 

aplicarse un gasto, pues e n tal caso, la suspensi6n 

debe mante n8r se mientras la defioiencia de crédito 

no haya sido llenada . -

CAPITULO 11 

DE LA F ISCALI ZACION DE GASTOS 

Art.- Ningdn acto que implique gasto o desembolso del Teso­

ro Púb lico po drá efectuarse sin la previa autoriz~ 

ci6n de la Corte de Cuentas. A t al efecta, cualquier 

documento o e xped i ente que tenga por finalidad con ­

traer un compromiso u obl igaci6n, o que tienda a -

efectuar un abono o pago c on cargo a los fondos pú 

blicos, de b erá ser so~tid o al control de la Corte 

para que 10 examine, reg i stre y a p ruebe si fuere -

procedente.-

Art.- Entre los actos a que se ref i ere el artículo anterior~ 

quedan c o mpr endidos : 
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a-) Los .acuerdosy disposiciones relativos al movi­

miento del personal de la Administraci6n Pública, @B 

diante los cuales se reconozca el pago de sueldos, -

jubilaciones, pensiones~ montepíos y cualquier otra 

clase de estipendios; 10 mismo que los acuerdos, a!:: 

tos u 6rde nes mediante los cuales se extingan obli­

gaciones provenientes de servicios personales pres­

tados al Estado; y 

b-) Los a~uerdos, actos, c ontratos y 6rdenes relati_ 

vos al sumin i stro y entrega de mercaderías, adquis i ­

ci6no transferencia de bienes de toda clase, prest~ 

ci6n de servicios o construcci6n de obras.-

Art.- La Corte está obl~da a rechazar los mandamientos u -

6rdenes de pago referente e: 

1-) Los gastos que no persigan fines propios del -

servicio interesado o que no tiendan a satisfacer 

necesidades de administraci6n o de interés público ; 

debiendo entenderse que la existencia de un crédito 

específicamente determinado en el Presupuesto o en 

sus detalles o subdivisiones legalmente válidas, -

para determinada erogaci6n, implica el reconocimieL 

to de que llena fines de tal calidad; 

2-) Los gastos aplicados a un crédito presupuesto -

que carezca de saldo suficiente para cubrirlo, o que 
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sea distinto del que legalmente le corresponde; 

3-) Los pagos de mercaderfas o servicios respecto 

de los cuales no haya constancia de que han sido -

debidamente suministrados y recibidos de conformi­

dad con las estipulacioneo consignadas en las res-

pectivas d is p osiciones c on t ractuales o administra­

tivas; 

4-) Los negocios que no se hubieren ajustado a las 

normas legales, tanto en su fondo como en su tram i 

taci6n; l o mismo que aquellos q ue sean consecuen­

cia d e actos ilégales o cuya liquidaci6n sea inexac 

ta.-

Art.- De manera general, los documentos a que se refiere el 

Art. (el p rimero de este Ca p ílulo) deberán presen­

tarse acomp a fi ados de los ~testados correspondientes, 

pudiendo la Corte admitir la justificaci6n del gas­

to, con posterioridad a la autorizaci6n que otorgue, 

siempre que preceda reserva de crédito,en los si­

guientes casos : 

a) en los previstos por la ley ; y 

b ) cuando el negocio de q ue se trate sea material­

mente imposible llevar a cabo sin la concesi6n de -

u n anticipo.-

La Ley de Presupuesto determinará la cuantía y con -
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diciones en que pueden concederse los anticipos, qu~ 

dando ob1i~ada la Corte a exigir cauci6n suficiente 

a la pers ona, o funcionarios a cuyo favor se haya -

concedido, qui en deberá re ndir cuenta de su inver­

si6n dentro del plazo que In Corte le se~ale.-

CAPITULO 111 

DE LA FISCALIZACION DE LOS INGRESOS 

Art.- La intervenci6n fiscal sobre los actos que impliquen -

ingresos y sobre operacio n es relacionadas con éstos 

será de carácter previo. La Corte e jercerá dicho 

c ontrol si&mpre que dispo n ga de elementos suficien­

tes para efectuarlo eficazmente y sin suspender la 

normal recaudación de las rentas públicas. Cuando 

esto no sea posible, la Corte fiscalizará los ac­

tos aludidos por todos los med io s a su alcance, en 

el momento mismo de su realización o con posteriori 

dad a ellos.-

Art .- La fiscalización de los ingresos recaerá de modo prin­

ci~al sob~e la liquidación de los Qismos. Los encar 

gados de p~acticarla concretarán su cuidado a in­

vest igar y comprobar todo aquello que pueda irrogar 

pérdidas al Fisco, debido a operaéiones incorrectas; 

tendrán acceso a las oficinas que liquiden o reCBU-
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den ingresos páblicos, las cuales estarán obligadas 

a poner a su disposici6n los documentos e informes 

necesarios para que puedan llevar a cabo su misi6n. 

Cuando apareciere que se han liquidado o r~-

caudado contribuciones inferiores a 10 debido, la -

Corte puede dirigirse a la dependencia gubernamental 

respectiva a efecto de que exija al contribuyente -

el pago del ingreso dejado de percibir.-

Lo anterior no obsta para que la Corte median 

te la glosa de cuentas deduzca las responsabilidades 

a que haya lugar.-

Art.- La Corte tambidn fiscalizará el ingreso de las rentas -

páblicas por medio de los formularios oficiales en -

que deber~n consignarse los datos relativos a la peE 

cepci6n de impuestos, derechos, tasas, y contribucio_ 

neS de cualquier naturaleza que sean, a cuyo efecto 

se estará a 1~ dispuesto en el numeral 14 del Artícu 

lo 5.-

S610 cuando estas reformas que ahora recomiendo se 

hayan llevado a la realidad, será también cuando -

hayamos actualizado, tanto con la doctrt~a moderna 

relativa al control Fiscal, como con el concepto -

evolucionado del Estado,las anacr6nicas disposicio-

nes de la Ley Orgánica de la Corte de Cuentas de la 

Repáblica,que dicho sea de ~aso,no solo necesita de 

las reformas aquí p1anteadas,sino de una reforma in 
tegral a su LQ~ Orgánica, tantas veces mencionada.-


